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1. ASUNTO.  

 

 

Culminado el juicio oral, procede el Despacho a dictar la sentencia anunciada, en contra de 

ROBINSON HERRERA ACOSTA como autor del punible de Abuso de función pública. 

 

 

2. HECHOS 

 

Se contraen a que el 26 de julio de 2017 a eso de las 2:30 de la tarde cuando ROBINSON 

HERRERA ACOSTA, quien se desempeñaba como investigador del Cuerpo Técnico de 

Investigación de la Fiscalía General de la Nación, en compañía de Jasibe Rivera Orozco acudió 

a la residencia de Iván Darío González Cañón para realizar una diligencia judicial sin contar con 

orden previa a policía judicial o autorización verbal o escrita y sin presencia de los abogados 

de la defensa de González Cañón. Dicha diligencia estaba encaminada a obtener información 

sobre asuntos relacionados con un proceso que se llevaba en su contra y con la cual se 

tramitaría un principio de oportunidad en su favor, trámite que se le indicó al señor González 

Cañón se realizaría de manera directa con el Fiscal General de la Nación y la Vicefiscal.   
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3. IDENTIDAD DEL ACUSADO 

 

 

Se trata de ROBINSON HERRERA ACOSTA, identificado con la cédula de ciudadanía número 

79.660.098 de Bogotá, nació el 27 de junio de 1973 en Neiva - Huila. Es hijo de hijo de Alfredo 

Herrera y Flor Acosta, estado civil casado, grado de instrucción profesional en Derecho, se 

desempeña como investigador judicial I del CTI de la Fiscalía General de la Nación, reside en 

la calle 6 D No. 88 D-51, interior 2, apartamento 104 barrio Santafé de Tintal de esta ciudad.  

 

 

4. ACTUACIÓN PROCESAL 

 

 

El 17 de enero de 2019, ante el Juzgado 30 Penal Municipal con Función de Control de 

Garantías, se formuló imputación en contra de ROBINSON HERRERA ACOSTA, como presunto 

autor del punible de Abuso de función pública descrito en el artículo 428 del Código Penal, 

cargos que no aceptó el imputado y no le fue impuesta medida de aseguramiento intramural.  

 

El 12 de abril de 2019 la Fiscalía presentó el escrito de acusación, diligencias que fueron 

asignadas a este Despacho por reparto y la audiencia correspondiente se llevó a cabo el 17 de 

julio 2019 en la cual la fiscalía mantuvo las mismas condiciones planteadas en la imputación.  

 

La audiencia preparatoria se realizó el 11 de marzo de 2020 fecha en la cual también se resolvió 

una solicitud de preclusión elevada por la representación defensiva.  

 

El juicio oral inició el 17 de julio de 2020, continuó en sesiones de 7 de septiembre de 2020, 

27 de febrero, 15 de abril, 11 de mayo, 16 de julio, 27 de julio, 23 de agosto y terminó el 14 

de septiembre de 2021, fecha en la que se escucharon las alegaciones finales de las partes y 

el Despacho emitió sentido de fallo de carácter condenatorio.  

 

 

5. ALEGATOS FINALES 

 

5.1. Fiscalía delegada 

 

Solicitó condena en contra de ROBINSON HERRERA ACOSTA, toda vez que consideraba que 

una vez terminada la fase probatoria del juicio oral, se había llevado al Despacho por la senda 

de la certeza, como quiera que efectivamente se cumplió con lo dicho en la teoría del caso.  
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Indicó que quedó demostrado como ROBINSON HERRERA ACOSTA era un funcionario de la 

Fiscalía General de la Nación, que para el 26 de julio de 2017 pertenecía a la Unidad Delegada 

ante la Corte Suprema de Justicia.  

 

Señaló que se había probado que la fiscalía primera delegada ante la Corte Suprema de Justicia 

para esa época adelantaba investigaciones en contra de la funcionaria de la Fiscalía, Hilda 

Janeth Niño Farfán y que a su vez la fiscalía segunda delegada ante la Corte Suprema de 

Justicia asumió la investigación en contra de Iván Darío González Cañón quien era el asistente 

de la doctora Niño Farfán y de otras personas en calidad de no aforados, también se probó 

que por causa de dicha investigación se había capturado al señor González Cañón y se 

encontraba con una medida de aseguramiento privativa de la libertad en su lugar de residencia 

ubicado en el barrio Villas de Madrigal de esta ciudad.  

 

Adujo que, también había quedado probado que el señor ROBINSON HERRERA ACOSTA nunca 

fue asignado como investigador en el caso que se adelantaba en contra del señor González 

Cañón, que tuvo participación accidental en una diligencia realizada en el caso de la señora 

Niño Farfán cuando fue asignado para realizar un allanamiento y registro, pero en este caso 

particular no había tenido ninguna orden para adelantar ninguna actuación y que a su vez, no 

formaba parte del grupo de investigadores que adelantaban actuaciones dentro de ese proceso, 

esto es los asignados a la Fiscalía Segunda Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, en 

cabeza del fiscal Daniel Cardona.  

 

Sostuvo que, se había acreditado que el 26 de julio de 2017 ROBINSON HERRERA ACOSTA en 

compañía de Jasibe Rivera acudieron a la casa de Iván Darío González Cañón, para recaudar 

información que serviría para tramitar un principio de oportunidad, sin tener una orden a policía 

judicial como así lo manifestaron los testigos escuchados en juicio, que obró abusando de sus 

funciones como investigadores del CTI de la Fiscalía General de la Nación, puesto que realizó 

esta actuación de manera contraria a la ley porque legalmente no le correspondía, atentando 

contra el bien jurídico de la administración pública.  

 

Indicó que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 428 del Código Penal, para este caso se 

cumplían los requisitos para la configuración del delito, esto es, que el sujeto activo sea un 

servidor público, lo cual quedó probado, que se encuadre dentro del verbo rector, en este caso 

se trata el de realizar, porque ROBINSON HERRERA, realizó una diligencia judicial sin contar 

con un orden de la autoridad competente, haciendo uso abusivo del cargo como investigador 

del CTI de la Fiscalía General de la Nación.  

 



 

4 
 

Hizo un resumen de la actividad probatoria que se adelantó en juicio oral para destacar que, 

en comunicaciones que fueron interceptadas en los abonados de ROBINSON HERRERA y Jasibe 

Rivera, se escuchó la existencia de un hecho reprochable el cual fue la visita realizada por estas 

dos personas al señor Iván Darío González Cañón, en ellas se reconoce este hecho y la manera 

en que fue ejecutado, siendo ROBINSON HERRERA abogado y tener la experiencia suficiente 

como investigador de policía judicial para saber cómo debía realizarse esa diligencia procedió 

sin orden alguna a solicitar información a una persona privada de la libertad aduciendo que se 

tramitaría un principio de oportunidad.  

Hizo referencia a los oficios recaudados por parte de los investigadores Jesica Milagros y Oscar 

Vargas Soler que hicieron referencia a que consultadas las bases de datos de la Fiscalía General 

de la Nación no se halló ninguna vinculación del investigador ROBINSON HERRERA ACOSTA a 

la investigación seguida contra el señor González Cañón, al igual que fue certificado por la 

vicefiscal María Paulina Riveros que no existía un grupo especial para tramite de principios de 

oportunidad y por ende, ROBINSON HERRERA no podía formar parte del mismo, motivos por 

los que estimaba la Fiscalía, no podía haber actuado dentro de la misma.  

 

Luego de hacer alusión en detalle de cada una de las intervenciones de los testigos tanto de 

cargo como de descargo, resaltó que, si la situación se había presentado como ROBINSON 

HERRERA la había contado, que solo acompañó a Jasibe Rivera a recoger una información, se 

pregunta la fiscalía por qué entonces resultó ingresando a la residencia de Iván Darío González, 

por qué opinó respecto del documento que este señor estaba redactando, por qué se quedó 

con el documento y por qué hizo entonces lo posible por entregarlo al Fiscal General y luego 

ser quien hablara con el fiscal Fabio Espitia.  

 

Hizo referencia a un radicado de la Corte Suprema de Justicia en el que se exponen los 

ingredientes del tipo penal de abuso de función pública y con ello manifestó se había probado 

entonces que ROBINSON HERRERA ACOSTA era penalmente responsable de la conducta 

punible de abuso de función pública y con base en lo probado reiteraba su solicitud de condena 

en su contra.  

  

5.2. Apoderada de Víctima de la Fiscalía General de la Nación 

 

Señaló que, con las pruebas traídas a juicio oral por la fiscalía delegada se había demostrado 

que el señor ROBINSON HERRERA realizó el delito de Abuso de función pública que se refiere 

a una ilegalidad por desbordar una atribución funcional que le correspondía ejecutar a otro 

funcionario, en lo cual radica la ilegalidad del acto por cuanto no contaba con una orden a 

policía judicial que le hubiese permitido realizar la diligencia.  
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Indicó que, de conformidad con lo establecido en el artículo 428 del Código Penal, en el caso 

que ocupa la atención la diligencia que realizó ROBINSON HERRERA sin competencia, pudo 

haberla desplegado por otro policía judicial que tuviera la orden para efectuarla.  

 

 

5.3. Representación defensiva  

 

Manifestó que, culminado el debate probatorio y conforme lo regula el artículo 381 del código 

de procedimiento penal, la defensa solicitaba se profiriera sentencia de carácter absolutorio en 

favor de su representado ROBINSON HERRERA ACOSTA, teniendo en cuenta que, bajo el 

contexto de la norma mencionada, no se probó más allá de toda duda la realización de un 

delito, menos aún la participación de su procurado en el inexistente endilgado.  

  

Hizo referencia al documento suscrito por Iván Darío González Cañón y  sus abogados a través 

del cual fue iniciada la investigación en contra de su representado ROBINSON HERRERA 

ACOSTA, del cual advertía la falta del más mínimo requisito y decoro para realizar un derecho 

de petición o queja en el cual además se denotaba la displicencia con que fue elaborado, que 

estaba dirigido de manera directa al doctor Daniel Cardona, en el cual se indicó, que dos 

investigadores Jasibe Rivera y ROBINSON HERRERA, servirían de puente con el vicefiscal para 

la obtención de un principio de oportunidad, documento con el cual el fiscal Daniel Cardona 

abrió una investigación que se auto adjudicó, sin ningún protocolo ceñido al debido proceso 

procedió a crear una noticia criminal basado en una resolución que nunca se aportó y seguido 

a ello ordenó la interceptación de líneas telefónicas para posteriormente endilgar a su 

procurado el delito de Abuso de función pública.  

 

Refirió que, llamaba la atención que de los elementos recogidos en la visita al señor González 

Cañón, no tenían ilación con la indagación a éste gestada, pero sí, de alguna manera 

involucraban al fiscal Cardona en asuntos mencionados por el investigado González Cañón, 

situación que conoció de primera mano cuando se le entregó un primer informe el 26 de Julio 

2017 situación ratificada por la funcionaria Viridiana Montes y que él al igual que la señora 

Jasibe Rivera Orozco, borraron de su memoria, sin embargo desconociendo el principio de 

imparcialidad, el decoro profesional y debido proceso, debió separarlo de tal asunto y 

declararse impedido para conocer, dándole así trasparencia a su gestión y no el manto de duda 

que se crea entorno al proceder diligente, el que inspira más a creer, que si se declara ilegal 

la diligencia en la cual se recogió el escrito del señor González Cañón, su contenido tendrá el 

mismo valor, es decir insignificante e insipiente.  
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Señaló que, los hechos por los cuales se acusaba a RONBINSON HERRERA no contaban con 

soporte alguno a través del plenario que tenga la suficiente fuerza vinculante o carga probatoria 

que sustente dicha situación fáctica, pues no se había probado la realización de alguna 

diligencia judicial y mucho menos que durante la estadía del señor ROBINSON HERRERA en la 

casa de Iván Darío González, hubiera realizado alguna función pública diversa a la  su condición 

de miembro activo de la policía judicial le autoriza la ley.  

 

Adujo que, frente a los verbos rectores del tipo penal endilgado, de acuerdo al relato del 

suceso, el único acto que el señor HERRERA ACOSTA realizó, que fue asistir a la casa de 

habitación del privado de la libertad Iván Darío González, situación por demás estipulada no lo 

hizo abusando de su cargo, ni por acuerdo anterior o premeditado, mucho menos realizó 

funciones que no estuvieran directamente ligadas a su cargo como policía Judicial, este único 

acto realizado, cuenta con el aval de las funciones de policía judicial, insertas en el manual de 

policía judicial, que como miembro del CTI, reviste un carácter de permanente y por ende es 

su deber llegado el caso y por razón de la especialidad, recaudar información, recolectar 

elementos materiales probatorios y evidencia física, presentando luego de recaudados los 

hallazgos, el informe ejecutivo pertinente.   

 

Indicó que, no se había probado la razón por la cual ROBINSON HERRERA estuvo el 26 de julio 

de 2017 en la casa de Iván Darío González, porque esa situación nunca fue pactada, ni 

concertada por su defendido, puesto que dicha actividad se originó por solicitud expresa de la 

señora Jasibe Rivera Orozco, en el desplazamiento hacia su residencia en compañía del señor 

HERRERA ACOSTA, muy a pesar de lo contextualizado en la declaración de aquella, hizo 

referencia a algunas inconsistencias como la afirmación de no conocer a los señores Iván Darío 

González Cañón, Diego Jaramillo y Germán Valencia, sin embargo en el informe rendido bajo 

la gravedad del juramento adujo, haber sido compañera de éstos en la unidad nacional de 

justicia transicional o justicia y paz, aceptando por demás en su última intervención haber 

hablado con Diego Jaramillo Y German Valencia y con éste último concertar la colaboración de 

Iván Darío, para que se le pudiera aplicar a él, el principio de oportunidad, interviniendo la 

señora Rivera Orozco con la vicefiscal María Paulina Riveros, atendiendo su familiaridad con la 

funcionaria precitada, esto aunado al hecho de haberse aplicado en su favor un principio de 

oportunidad respecto de estos mismos hechos.   

 

Trajo a colación el informe que rindiera la señora Jasibe Rivera Orozco del cual leyó apartes 

para indicar que mentía respecto de haber concertado la situación de ir a la casa de Iván Darío, 

puesto que, tanto este señor como Germán Valencia manifestaron no conocer a ROBINSON 

HERRERA, lo que dejaron claro estos testigos era que conocían a la señora Jasibe Rivera por 



 

7 
 

ser su compañera de trabajo y la diligencia de la visita a la residencia de Iván González se 

había establecido entre este último y Jasibe Rivera.  

 

También hizo alusión a las interceptaciones expuestas en juicio de las que destacó que la 

señora Jasibe Rivera era la persona que había tenido contacto con Iván Darío González y había 

realizado la diligencia en su casa.  

  

Sostuvo que resultaba evidente que los fiscales mencionados en el escrito, enterados de tal 

situación, buscaran inhabilitar dicha evidencia haciendo que el hallazgo y su recolección fuera 

tachada de espuria. 

  

Afirmó que, las pruebas traída a juicio no revestían la fuerza vinculante o el fundamento sólido 

para comprometer el comportamiento de su prohijado en el punible endilgado, teniendo en 

cuenta que el único testigo directo del hecho investigado, era el señor Iván Darío González, los 

demás pese a su interés protagónico, no aportaron ningún elemento adicional, para enlodar la 

verdad de lo acaecido, pues ratificando el hecho que el señor ROBINSON HERRERA ACOSTA, 

es funcionario adscrito al cuerpo técnico de Investigación de policía judicial, es su deber y le 

corresponde entre otras funciones recaudar información.  

  

Después de hacer referencia a la declaración que rindió el acusado en juicio, consideró que la 

actividad desarrollada por su prohijado el 26 de Julio de 2017, consistente en llevar a Jasibe 

Rivera a la casa de habitación de González Cañón, para que éste le entregara a ella un escrito, 

se encuentra dentro del marco legal y constitucional, de un procedimiento propio de policía 

judicial, colmado con la trasparencia y rectitud que emana cada uno de los procedimientos 

propios de la actividad policial, pues no se hizo de manera soterrada, sino conforme al protocolo 

que dispone estos asuntos de recolección de elementos materiales probatorios y evidencias 

físicas.  

 

Dichos elementos materiales probatorios correspondían a un escrito contentivo de cinco folios, 

dirigido al señor Fiscal General de la Nación, el cual por su propia directriz llegó a otras 

instancias, a donde se rindió el respectivo informe para que continuara con el trámite 

protocolario del proceso de indagación o investigación, por ende, no se podía hablar de haber 

realizado funciones públicas diversas a las que legalmente le correspondían, esto trasluce que 

conforme lo dispone la ley penal, para que se configure un tipo penal, debe existir el barrido 

pleno para alcanzar tal cometido, esto es, la ideación primaria, el desarrollo de la misma y la 

culminación o agotamiento del iter criminis.  
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Estimó que, no obstante ello, la fiscalía nunca mostró tales situaciones, pues únicamente 

arguye lo que en su ideación debió suceder, sin concretar con pruebas fehacientes irrefutables 

que la acción penal endilgada e investigada sucedió tal y como lo ofreció tanto en la acusación 

como en su fallida teoría del caso, la fiscalía  debió centrar su alegación en probar por lo que 

acusó no fundar al azar situaciones en que a su parecer pudo estar incurso su prohijado, 

concretar las dudas que en su alegación pregona, pues al presentar las mismas, da la razón a 

la defensa, cuando se advierte, no cumplir cabalmente con el fundamento esencial del art. 381 

del C- de P.P. llevar al juez al convencimiento más allá de toda duda.  

 

Respecto de la sentencia que trajo a colación la fiscalía N° 51778 de 2018, indicó que en ella 

se ilustraba sobre la configuración del punible de abuso de la función pública y cuáles son los 

ingredientes del tipo penal, con base en ello, consideraba que, a falta de uno de estos, la 

conducta sería atípica.      

  

Por razón de lo anterior reiteró la solicitud inicial de ABSOLVER DE LOS CARGOS por los que 

fue acusado al señor ROBINSON HERRERA ACOSTA.   

  

 

6. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO. 

 

6.1. Competencia. 

 

Según lo dispuesto en el artículo 36 numeral 2 de la Ley 906 de 2004, este Despacho es 

competente para actuar como juez de conocimiento en este asunto.  

 

 

6.2. De la legalidad de la actuación 

 

 

Esta actuación se encuentra ajustada a legalidad, como quiera que, revisado el asunto se 

observa que fue adelantado por funcionarios con competencia para ello, con observancia de 

las formalidades propias del debido proceso, se garantizó a los acusados el derecho de defensa 

y las partes no alegaron nulidades en el diligenciamiento, pues las propuestas en desarrollo de 

proceso fueron resueltas en la oportunidad correspondiente. Por lo tanto, no hay lugar a 

invalidar lo actuado. 
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6.3. Fundamentos jurídicos y probatorios  

 

El conocimiento más allá de toda duda razonable acerca de la conducta punible y 

responsabilidad del procesado, son exigencias establecidas en el inciso cuarto del artículo 7, 

en concordancia con el artículo 381 de la ley 906 de 2004, lo cual debe concurrir para adoptar 

una sentencia de condena. De acuerdo con estos presupuestos normativos, le corresponde al 

juez realizar una valoración en conjunto de las pruebas debatidas en juicio, verificar su 

legalidad y oportunidad, al tiempo que debe dar aplicación a los principios de presunción de 

inocencia, debido proceso y legalidad.  

 

El delito por el que la Fiscalía formuló imputación, que reiteró en la acusación y por el que 

solicitó condena para el ciudadano ROBINSON HERRERA ACOSTA se encuentra contenido en 

el artículo 428 del Código Penal que indica: 

 

“ARTICULO 428. ABUSO DE FUNCION PUBLICA. El servidor público que abusando de su 

cargo realice funciones públicas diversas de las que legalmente le correspondan, incurrirá en 

prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos 

y funciones públicas por ochenta (80) meses.” 

 

En atención al principio de libertad probatoria, mediante estipulaciones, las partes dieron como 

hechos probados los siguientes: 

 

ESTIPULACIÓN No. 1.  El señor ROBINSON HERRERA ACOSTA se encuentra plenamente 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.660.098 de Bogotá, quien nació el 27 de junio 

de 1973 en Neiva – Huila, tal como consta en el informe de investigador de campo FPJ-11 de 

fecha 9 de abril de 2018, suscrito por el investigador del CTI, Oscar Rodolfo Vargas Soler, que 

se acompaña de los anexos informe de consulta web de la Registraduría Nacional del Estado 

Civil y formato de individualización y arraigo. 

 

ESTIPULACIÓN No. 2.  El señor ROBINSON HERRERA ACOSTA es funcionario público, 

investigador del CTI, quien para el mes de julio de 2017 se encontraba vinculado a la Dirección 

Nacional del Cuerpo Técnico de Investigación, ejerciendo sus funciones en el Grupo de 

Investigadores de las Fiscalías Delegadas ante la Corte Suprema de Justicia. Además, es 

abogado, especialista en derecho penal y criminología. Según la Resolución No. 0-1684 de 11 

de agosto de 1994 en la cual se nombró a ROBINSON HERRERA ACOSTA, suscrita por el 

entonces Fiscal General de la Nación Gustavo de Greiff Restrepo. Acta de posesión de ROBINSON 

HERRERA ACOSTA de 22 de agosto de 1994 suscrita por Alba Marina Monroy Fernández, 

directora de la Dirección Seccional Administrativa y Financiera de la FGN. Resolución N° 1-0311 

de 12 de mayo de 2017 suscrita por la doctora María Paulina Riveros Dueñas, entonces Vicefiscal 

General de la Nación, en la que ROBINSON HERRERA ACOSTA fue trasladado a la Dirección 
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Nacional del Cuerpo Técnico de Investigación CTI. Extracto de la hoja de vida de ROBINSON 

HERRERA ACOSTA. 

 

ESTIPULACIÓN No. 3. La señora JASIBE RIVERA OROZCO es funcionaria pública, 

investigadora del CTI, quien para el mes de julio de 2017 se encontraba vinculada a la Dirección 

Nacional de Articulación de Policías Judiciales Especializadas de la Fiscalía General de la Nación. 

Como consta en Resolución No. 0-200 de 29 de enero de 1998 en la cual se nombró a JASIBE 

RIVERA OROZCO, suscrita por el entonces Fiscal General de la Nación Alfonso Gómez Méndez. 

Acta de posesión de 25 de febrero de 1998 suscrita por Pedro Luis Bohórquez Ramírez, entonces 

Director Seccional Administrativo y Financiero de la Fiscalía General de la Nación. Resolución N° 

0002382 de 3 de noviembre de 2016 suscrita por José Tobías Betancourt Ladino, Director 

Nacional de Apoyo a la Gestión (E), en la que se trasladó a JASIBE RIVERA OROZCO a la 

Dirección Nacional de Articulación de Policías Judiciales Especializadas. 

 

ESTIPULACIÓN No. 4. El señor IVÁN DARÍO GONZÁLEZ CAÑÓN, para el 26 de julio de 2017, 

tenía condición de imputado y se encontraba privado de la libertad con detención preventiva en 

el lugar de residencia, dentro del proceso penal con Rad. 110016000706201600618, adelantado 

por la Fiscalía 2 Especializada de la Dirección del CTI. Como se evidencia en Formato Único de 

Noticia Criminal del Rad. 110016000706201600618 y el acta de las audiencias concentradas de 

legalización de captura y formulación de imputación de 11 de junio de 2017 ante el Juzgado 37 

Penal Municipal con funciones de Control de Garantías dentro del proceso indicado. 

 

ESTIPULACIÓN No. 5. La señora HILDA JEANETH NIÑO FARFÁN, para el 26 de julio de 2017, 

tenía condición de imputada y se encontraba privada de la libertad con detención preventiva en 

establecimiento de reclusión, dentro del proceso penal con Rad. 110016000102201300153, 

adelantado por la Fiscalía 1 Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, según acta de 

audiencias concentradas de legalización de captura, formulación de imputación y solicitud de 

imposición de medida de aseguramiento de 11 de junio de 2017 ante la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bogotá, en contra de HILDA JEANETH NIÑO FARFÁN, dentro del Rad. 

110016000102201300153. 

 

ESTIPULACIÓN No. 6. Que el 26 de julio de 2017, en horas de la tarde, los señores ROBINSON 

HERRERA ACOSTA y JASIBE RIVERA OROZCO acudieron a la residencia de IVÁN DARÍO 

GONZÁLEZ CAÑÓN, ubicada en la Calle 75 Nº 101-31, barrio Villas de Madrigal, en la ciudad de 

Bogotá, lo que quedó registrado en los videos de las cámaras de seguridad del Colegio Ferván 

de 26 de julio de 2017.  

 

En desarrollo del juicio oral se escucharon las siguientes versiones: 
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El investigador del CTI Oscar Rodolfo Vargas Soler, quien manifestó ser tecnólogo en 

investigación criminal, cursar sexto semestre en el pregrado de derecho, tener aproximadamente 

20 años de experiencia en la Fiscalía General de la Nación y en la actualidad pertenece al grupo 

de investigaciones especiales adscrito al cuerpo técnico de investigación CTI.  

 

En cuanto a su participación dentro de este proceso indicó que llegó al mismo a raíz de una 

denuncia penal que se presentara por parte de los abogados del señor Iván Darío Gonzales 

Cañón con relación a unos hechos que sucedieron a una visita que hicieron dos investigadores 

de la Fiscalía al señor Iván Darío, ofreciéndole un principio de oportunidad, para lo cual realizó 

actividades como entrevistas, declaraciones juradas y una inspección al lugar de los hechos.  

 

Adujo haber conocido el proceso que se llevaba en contra del señor Iván Darío González Cañón 

y frente a éste se estaba buscando un principio de oportunidad para lo que este ciudadano había 

indicado colaborar con información sobre hechos de corrupción en la unidad de justicia 

transicional respecto de la doctora Hilda Yaneth Niño Farfán.  

 

Frente a las labores realizadas en este proceso, dijo haber tomado declaraciones juradas que 

había plasmado en actas de fechas 4 de junio de 2017 y 14 de agosto de 2017 dentro del 

radicado 110016000706201600618 rendidas por Iván Darío González Cañón, las cuales se 

recaudaron con ocasión del principio de oportunidad que buscaba le fuera aplicado al señor 

González Cañón.  

 

Hizo referencia a la información documental que recaudó consistente en unos videos solicitados 

al Colegio que estaba cerca a la casa del señor González Cañón y una certificación pedida al 

despacho del Fiscal General de la Nación sobre si la vice fiscalía había ofrecido un principio de 

oportunidad a González Cañón y si se había autorizado a ROBINSON HERRERA y a Jasibe Rivera 

para que procedieran a realizar ese ofrecimiento, de lo cual la entonces vicefiscal María Paulina 

Riveros Dueñas indicó a través de oficio de 9 de agosto de 2017 que no existía un grupo o 

comité de principios de oportunidad y por ende los señores ROBINSON HERRERA y Jasibe Rivera 

no pertenecían a ningún grupo de esas características, que no había dado orden alguna para 

que estas personas realizaran alguna visita a Iván Darío González Cañón, mucho menos que 

recaudaran información, con lo cual se entendía que no había orden para el señor Robinson 

Herrera para visitar al señor Iván Darío Gonzales Cañón. 

 

En sede de contra interrogatorio indicó haber hecho referencia al informe mediante el cual se 

dejó plasmado las diligencias de declaraciones rendidas por Iván Darío González Cañón y que 

las mismas se dijo habían sido recopiladas en un medio magnético el cual no fue puesto de 



 

12 
 

presente en esta audiencia de juicio oral, pero reiteró que se trataba de declaraciones realizadas 

con el fin de dar aplicación a un principio de oportunidad en favor del señor González Cañón.  

  

Jessika Milagros Reyes Jaimes, quien indicó ser tecnóloga en investigación criminal y estar 

cursando décimo semestre de derecho en la universidad Gran Colombia, investigadora del CTI 

en la fiscalía general de la Nación desde el año 2016 en la unidad de investigaciones estratégicas.  

 

Respecto de este proceso, adujo haber actuado en cumplimiento de dos órdenes a policía 

judicial, la primera de ellas para hacer una inspección a la Fiscalía Primera Delegada ante la 

Corte y la segunda hacer una inspección a la Fiscalía Segunda Delegada ante el Cuerpo Técnico 

de Investigación para verificar si el señor ROBINSON HERRERA o la señora Jasibe Rivera habían 

realizado actividades de policía judicial dentro de dos procesos que desarrollaba cada una de 

estas fiscalías.  

 

Manifestó que de acuerdo con lo plasmado en el informe No. 11-249848 de fecha 11 de abril del 

2019 luego de realizar las inspecciones a los procesos con radicados 110016000102201300153 

y 110016000706201600618, en el primero de ellos se halló una orden a policía judicial para 

ROBINSON HERRERA ACOSTA con el fin de realizar un allanamiento en la cárcel la picota a una 

celda en específico la del señor Villa Zapata con el fin de verificar si ahí se encontraban algún 

tipo de elementos de celulares o por el estilo mediante los cuales el pudiera estar teniendo 

comunicación y de esa actividad estaba un acta de allanamiento y un informe. Respecto del 

segundo proceso, no se hallaron órdenes a policía judicial para los señores ROBINSON HERRERA 

y Jasibe Rivera.  

 

Reiteró pertenecer al grupo de investigaciones estratégicas que era el mismo grupo asignado 

para realizar las actividades dentro del proceso con radicado 110016000706201600618 y en 

efecto, haber adelantado algunas actividades dentro del mismo, por lo que, en su conocimiento 

tenía que no hubo otros investigadores asignados a ese caso y que el señor ROBINSON HERRERA 

no estaba vinculado al grupo de investigaciones estratégicas.  

 

Hizo referencia a otra orden que cumplió dentro de estas diligencias, dirigida a obtener 

información sobre los datos de servidores que se encuentren o se hayan encontrado vinculados 

en el SPOA indicando cuales aparecen activos y cuales inactivos respecto de los procesos que 

se relacionan a continuación literal a) finalizando el  radicado del 201300153 y el literal b) 

finalizando el radicado 201600618 en el mismo sentido que usuario que computador que IP y la 

fecha que se realizaron dichas actividades activaciones o desactivaciones, información que 

solicitó al Subdirector Nacional de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, lo que fue 

contestado mediante relación para ambos procesos en información en un disco compacto dentro 
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del cual al revisar no se encuentra relacionado el nombre del señor ROBINSON HERRERA 

ACOSTA.  

 

En sede de contrainterrogatorio aclaró que en la inspección realizada al proceso finalizado con 

radicado 201300153 se encontró una orden a policía judicial para ROBINSON HERRERA ACOSTA, 

pero ninguna dentro del radicado terminado en 201600618; así mismo manifestó que para la 

asignación de investigadores a los casos no se requería resolución.  

 

El señor Iván Darío González Cañón, manifestó ser abogado, soltero, dijo haber trabajado 

como asistente de fiscal entre los años 2009 y 2017 en la Unidad Transicional o antigua Unidad 

de Justicia y Paz con la fiscal delegada Hilda Yaneth Niño Farfán.  

 

Refirió que, en la actualidad se encontraba vinculado a un proceso penal que está siendo 

adelantado por una de las fiscalías delegadas ante el CTI por el delito de Cohecho, en este 

proceso se realizó en su favor un principio de oportunidad y estaba en modalidad de suspensión 

de la acción penal. Su captura se produjo el 10 de junio de 2017, se realizó la audiencia de 

imputación de cargos y se le impuso medida de aseguramiento privativa de la libertad en su 

lugar de residencia en la Calle 75 No. 101-31 barrio Villas del Madrigal de esta ciudad. En los 

días siguientes sus abogados y la fiscalía tienen conversaciones para la aplicación de un principio 

de oportunidad y por esos días recibió llamada de un compañero suyo de la fiscalía de nombre 

Germán Valencia quien le manifestó había dos compañeros del CTI interesadas en colaborarle 

por lo que le indica a Germán que les diga que vayan a su casa para saber de qué se trata la 

ayuda que le ofrecen.  

 

Relató que, entre 25 y 26 de julio de 2017 llegaron a su casa los investigadores del CTI Jasibe 

Rivera y ROBINSON HERRERA, quienes le dicen que Jasibe tenía línea directa con la vice fiscal 

y que ella le había referido que la información que él tenía se estaba filtrando y por eso se estaba 

creando un grupo especial para que la información no se siguiera filtrando, es decir, que ni los 

defensores ni los fiscales del caso debían tener esa información y le hicieron creer que le podían 

ayudar para salir más rápido del proceso, le hicieron varias preguntas que tenían que ver con 

personas específicas que pudieran estar relacionadas con procesos penales y que correspondía 

a la misma información que se estaba manejando en el tema del principio de oportunidad y para 

lo cual ya había rendido declaraciones juradas ante la fiscalía desde el 4 de julio de 2017.  

 

Siguiendo con su narración, el día de la visita de los investigadores del CTI ROBINSON HERRERA 

y Jasibe Rivera, indicó que ellos le dijeron que plasmara la información que tenía en una hoja 

de cuaderno que le alcanza ROBINSON y él lo guía para que elabore el escrito y plasme la 

información con la que contaba y que quedara como si fuera de manera voluntaria no porque 
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ellos le estaban preguntando, en ese documento anotó la información que tenía sobre los 

procesos y personas que ROBINSON le preguntó, la firmó con huella y ellos le indicaron que 

harían llegar el documento de manera directa a la doctora María Paulina Riveros y al doctor 

Néstor Humberto Martínez.   

 

Informó que, esa diligencia se hizo sin la presencia de sus abogados porque los investigadores 

le indicaron que nadie podía saber porque la información se estaba filtrando, en ese documento 

que suscribió hizo manifestaciones auto incriminatorias, no le indicaron su derecho a guardar 

silencio, no exhibieron ninguna orden a policía judicial. 

 

Habló sobre el rol que cumplió cada uno de los investigadores en esa visita, dijo que Jasibe era 

la persona allegada a la Vicefiscal porque una de sus hijas era ahijada de la Vicefiscal y que por 

ello podía desenvolverse con la entrega de la información y ROBINSON conformaba el grupo 

especial del cual le habían hecho referencia era de la Vice Fiscalía y fue la persona que le hizo 

preguntas respecto de la información que se plasmó en el documento.  

 

Seguido a ello, dice el testigo que le comentó a su hermana Leidy Lorena González Cañón, quien 

está vinculada a la Fiscalía General de la Nación en calidad de asistente y tiene comunicación 

con Jasibe ella le informa que están en el trámite de entregar la información, sin embargo, luego 

de analizar lo sucedido con los investigadores les pareció sospechoso todo lo ocurrido y es 

cuando se decide comunicarle a sus abogados, quienes al enterarse toman cartas en el asunto 

y dan cuenta a los fiscales del caso y se formula la denuncia penal en contra de ROBINSON 

HERRERA ACOSTA y Jasibe Rivera. 

 

En contrainterrogatorio aclaró que la denuncia penal fue interpuesta por él y por sus abogados, 

que en ella se explicaron los hechos ocurridos el 26 de julio de 2017 cuando ROBINSON 

HERRERA y Jasibe Rivera estuvieron en su casa y se realizó el documento manuscrito que 

suscribió bajo la guía de estas personas en el cual se hacía referencia a información puntual con 

el fin de obtener un principio de oportunidad.  

 

También indicó no poder manifestar las preguntas sobre procesos y personas que de manera 

puntual le hiciera ROBINSON HERRERA ese día 26 de julio de 2017, porque correspondía a 

información que estaba bajo reserva.  

 

En relación con una entrevista que se le puso de presente por parte de la defensa, manifestó 

que en efecto la había rendido y en ella había manifestado que German Valencia lo había llamado 

para indicarle a la señora Jasibe Rivera como la persona que lo iba a contactar para que diera 

información con fines que se le aplicara principio de oportunidad, que a Jasibe la había visto 
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antes y que a ROBINSON HERRERA lo había distinguido en la fiscalía de la Unidad de Justicia 

Transicional. 

 

Manifestó que para la época de su captura pasó por un momento muy difícil, se sintió 

desesperado porque se trataba de procesos en donde estaban involucradas personas de alta 

distinción en la fiscalía, narcotraficantes, paramilitares y por eso creyó en lo que ROBINSON y 

Jasibe le manifestaron para llegar de manera directa al Fiscal General de la Nación, pues ellos 

le indicaron que querían colaborar por autorización de la Vicefiscal y que no se filtrara la 

información delicada que manejaba.  

 

Seguidamente se escuchó al abogado Guillermo Alberto Ortiz Castaño, quien manifestó ser 

profesional del derecho desde el año 1989 cuando obtuvo su título de la Universidad libre, dijo 

dedicarse al litigio y a la asesoría jurídica.  

 

Respecto del tema objeto de este proceso, indicó que, en ejercicio de su actividad jurídica para 

el mes de junio de 2017, en compañía de la doctora Nataly Macana asumieron la defensa técnica 

del señor Iván Darío González Cañón, desde el 10 de junio de 2017 cuando se realizó audiencia 

de formulación de imputación, se tuvo contacto con el Fiscal 2° delegado ante el CTI, Daniel 

Cardona Soto, con el fin de llegar a un acuerdo o hacer una negociación para la aplicación de 

principio de oportunidad en favor de su cliente González Cañón, para lo cual en los primeros 

días de julio de 2017 se realizaron por lo menos cuatro diligencias de entrevista con las 

condiciones de seguridad necesarias; consideró que el caso era delicado puesto que se presentó 

en medios de comunicación y dentro de las partes involucradas había paramilitarismo del bloque 

Vencedores de Arauca.  

 

Refirió que, para finales de julio de 2017 recibió llamada de Leidy Lorena González Cañón, 

hermana de Iván Darío González Cañón, quien le manifestó que el 26 de julio habían ido dos 

investigadores del CTI a entrevistar a Iván Darío, le mencionó los nombres de Jasibe y 

ROBINSON, nombres que no reconoció, se le informó que estas personas habían llegado a la 

casa de Iván Darío indicando que le colaboraban con el principio de oportunidad y le habían 

hecho realizar un escrito y le manifestaron que no podía comentarle a sus abogados, situación 

que le pareció extraña y por la cual le comunicó al fiscal del caso Daniel Cardona quien le 

respondió que esos investigadores no pertenecían a su grupo por lo que se formuló denuncia 

penal que tuvo lugar el 30 de julio de 2017 y le fue entregada al fiscal Daniel Cardona. 

 

En cuanto a las declaraciones rendidas por su representado Iván Darío González Cañón, indicó 

que las mismas se habían realizado en locaciones cerradas con la asistencia de los fiscales y 

defensores del caso, se realizaron registros en vídeo y consignadas en actas en las que también 
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se plasmó que esas diligencias estaban dirigidas a la obtención de un principio de oportunidad, 

sesiones a las que asistió en calidad de abogado del señor González Cañón, en ellas también se 

hizo varias manifestaciones de autoincriminación de su representado; el principio de oportunidad 

se legalizó el 9 de abril de 2018 el cual se ha extendido por 3 años, para completar la matriz 

establecida.  

 

En sede de contrainterrogatorio aclaró que las manifestaciones que había realizado Iván Darío 

González Cañón en la diligencia en la que estuvo ROBINSON HERRERA y Jasibe Rivera, 

correspondían a información que ya se había proporcionado en las entrevistas rendidas ante la 

fiscalía, en las manifestaciones dadas en esa oportunidad también se autoincriminó porque se 

refirió una situación en la cual debía llevar y recibir dineros por orden de la fiscal Niño Farfán, 

cuando su defendido le comentó la situación le llamó la atención porque se comprometía tanto 

la negociación para principio de oportunidad como la seguridad de la información que se estaba 

suministrando.  

 

Refirió que la información suministrada por Iván Darío González es la base de entre 17 y 18 

investigaciones abiertas por parte de la fiscalía, procesos de los cuales ya se han finalizado dos.  

 

Se escuchó también al testigo Doctor Fabio Espitia Garzón, quien dijo ser abogado especialista 

en derecho penal de la Universidad Externado de Colombia, con un doctorado en historia del 

derecho, haber ejercido cargos públicos en la Fiscalía General de la Nación, entre ellos, el de 

jefe de la unidad de fiscales de la Corte Suprema de Justicia, vicefiscal general y fiscal general 

de la nación.  

 

Sobre los hechos que son materia de esta investigación, adujo no conocer directamente lo 

ocurrido, de manera general y por comentario de otras personas dijo saber que se trataba de 

dos personas ROBINSON quien en compañía de una mujer de la que no recuerda el nombre, 

hicieron una visita a un testigo.  

 

Respecto de ROBINSON HERRERA indicó que cuando ocupaba el cargo de Jefe de la unidad 

delegada ante la Corte Suprema de Justicia en julio de 2017, tuvo un acercamiento con él y un 

para de reuniones en una de ellas este señor se acercó a su oficina aduciendo que estaba 

referido por el fiscal general de la nación sobre una diligencia que él había adelantado y llevaba 

unos documentos manuscritos frente a los cuales le indicó no podía recibirlos de esa manera y 

lo requirió para que le entregara un informe en el que debía indicar para qué actuación o 

investigación era ese recaudo de información, por orden de quien se había recaudado.  
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Recordó que, sobre ese evento en días anteriores había recibido una llamada telefónica del fiscal 

Daniel Cardona quien le informó que el señor ROBINSON en conjunto con otra persona se había 

hecho presente en la casa de una persona que tiene una medida de aseguramiento y le habían 

dicho que tenía que colaborar con la justicia que iban de parte de la entonces vicefiscal María 

Paulina Riveros, que era muy importante no enterar a los fiscales Daniel Cardona ni Jorge Hernán 

Díaz.  

 

Relató que, una vez ROBINSON le entregó el informe con los documentos anexos, le dio traslado 

al fiscal 1° delegado ante la Corte quien era el que llevaba la investigación contra una funcionaria 

aforada y al doctor Daniel Cardona que era quien adelantaba la investigación de los no aforados.  

 

También indicó haber indagado con la doctora María Paulina Riveros sobre el asunto, quien le 

indicó tener una relación con la señora Jasibe de tiempo atrás en el Ministerio de Justicia, pero 

no había autorizado ni podía autorizar ningún tipo de reunión o de acercamiento sin disposición 

de los fiscales que llevaban el caso.  

 

Respecto del tema hizo referencia a una ocasión en la que le hizo un reclamo airado a la señora 

Jasibe Rivera a quien se encontró y en otra oportunidad a los dos investigadores en una reunión 

que tuvo con ellos en su despacho en la que ellos reconocieron que no existía ninguna 

autorización de parte de ningún funcionario de la fiscalía para hacer esos acercamientos.   

 

Explicó su función como Jefe de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, ejercía 

la coordinación de los procesos que se adelantaban en esa unidad y ser el canal directo de 

comunicación con el Fiscal General de la Nación, para la época de los hechos de este caso, se 

manejaba un proceso delicado al estar implicada una fiscal delegada ante el tribunal en los que 

se le acusaba de hechos de corrupción, caso que llevaba la fiscalía primera en cabeza del doctor 

Jorge Hernán Díaz y el proceso para las otras personas involucradas no aforadas lo tramitaba el 

doctor Daniel Cardona, adujo no tener injerencia alguna en dichas investigaciones y en ninguna 

de las adelantadas por estos fiscales, menos aún dar autorizaciones a policías judiciales del CTI 

para que realizaran reuniones informales y sostuvo que no podía hacer acercamientos de esa 

índole para tramitar un principio de oportunidad.  

 

Aclaró frente al documento manuscrito que ROBINSON le pretendía entregar no lo revisó, no lo 

leyó, posteriormente procedió a darle traslado a los fiscales del caso, que no supo el trámite que 

se le dio, pero por lo que se ve se inició una investigación y ahora estaba en juicio.  

 

Frente al actuar de los servidores de policía judicial dijo haberle extrañado el asunto porque los 

principios de oportunidad no los tramita la policía judicial, nada tienen que ver con una solicitud 
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de información para principio de oportunidad, puede ser que el fiscal del caso para adelantar 

negociaciones ordene verificaciones, pero debía hacerse como parte de la orbita funcional del 

funcionario judicial.  

 

Del informe solo supo que se había indicado por los dos funcionarios de policía judicial lo 

sucedido en relación con la obtención de esa información que se le había recabado al señor 

González Cañón, no hizo una lectura minuciosa y tampoco revisó el documento manuscrito.  

 

Refirió también que el señor ROBINSON cuando se presentó en su oficina le indicó a uno de sus 

asistentes que trabajaba en el CTI y que iba de parte del Fiscal General de la Nación para 

entregarle una información y por eso lo hizo pasar, de esa situación no recuerda haberle 

comentado al Fiscal General, pero sí de la situación incómoda que alguien estuviera utilizando 

el nombre de la vicefiscal.  

Por su parte, el investigador técnico German Alberto Ramírez Valencia, declaró en juicio y 

dio a conocer que su profesión era contador público y que estaba vinculado con la Fiscalía 

General de la Nación desde el 16 de febrero de 2016.  

 

Dijo conocer al señor Iván Darío González Cañón, porque fue designado a la dirección de justicia 

transicional en el grupo de análisis de información, priorización y estadística a cargo de la fiscal 

Hilda Janeth Niño Farfán y él era su asistente, forjaron un vínculo laboral como compañeros de 

trabajo y a su vez de amistad. 

 

En igual sentido dijo conocer a la señora Jasibe Rivera en la unidad de policía judicial de justicia 

transicional pero no fueron amigos como tal, solo compañeros de trabajo.  

 

Sobre ROBINSON HERRERA manifestó haber tenido contacto con él una vez que se lo 

presentaron en Paloquemao en y le comentaron que había sido jefe de la unidad de policía 

judicial del área de justicia transicional, fue la única vez que tuvo algún contacto con él.  

 

En cuanto al proceso que afrontaba Iván Darío González Cañón, señaló que, para nadie fue un 

secreto que en un procedimiento que hicieron de unas capturas fue aprehendida la doctora Hilda 

Janeth Niño Farfán y a su vez también fue capturado el señor Iván Darío Gonzales Cañón, pero 

desconocía los motivos de su captura, supo que se le impuso medida de aseguramiento privativa 

de la libertad en su lugar de residencia y que fue en algunas ocasiones a visitarlo en compañía 

de Diego Jaramillo.  

 

Manifestó haber hablado con su amigo Iván Darío González sobre la posibilidad de acogerse a 

un principio de oportunidad porque de acuerdo con lo que comentaban los compañeros de 
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trabajo a todos les sorprendió su captura porque no tenía nada que ver, le indicó que fue la 

señora Jasibe quien le sugirió que si quería ella le hacía llegar el documento que elaborara al 

Fiscal General o a la Vicefiscal de esa época, de esta situación no vio nada malo y lo hizo como 

un favor, Iván Darío le dijo que lo iba a pensar y posteriormente dijo que sí, por lo que se hizo 

una llamada telefónica a la señora Jasibe y hablaron entre ellos, sin saber qué se dijeron o a 

que acuerdo llegaron porque no estuvo presente. Dijo no haber tenido más contacto al respecto 

del tema con Iván, él nunca le comentó nada sobre el asunto.  

 

Adujo no haber tenido contacto alguno con ROBINSON HERRERA, ni tener conocimiento que 

este señor tenía alguna intención de hablar con Iván Darío González referente a un principio de 

oportunidad, nunca supo que había ido a la casa de Iván en compañía de Jasibe hasta que fue 

entrevistado por la fiscalía con ocasión de este proceso.   

 

Manifestó que el contacto que tuvo posterior a esto con Iván Darío González fue para hablar de 

temas varios personales y nunca se volvió a tocar el tema del principio de oportunidad o de su 

proceso.  

 

De otra parte, la señora Viridiana Montes Bello, vino ante este estrado y manifestó ser 

contadora publica y laborar en la Fiscalía General de la Nación desde hacía 18 años en el CTI 

como investigadora en el grupo de análisis y contextos, luego en la Fiscalía Delegada ante la 

Corte Suprema de Justicia en el cargo de profesional investigador grado 1. 

 

Dijo haber conocido a la señora Jasibe Rivera cuando trabajaba en la Seccional Bogotá en la 

Unidad de Derechos Humanos y en la Unidad de Justicia Transicional su vínculo era como 

compañeras de trabajo.  

 

Sobre ROBINSON HERRERA dijo distinguirlo desde hacía varios años por trabajar como 

investigador en la Fiscalía en las unidades de Justicia Transicional y en la Delegada ante la Corte 

Suprema de Justicia.  

 

Refirió haber liderado la investigación en el caso contra la delegada fiscal Hilda Janeth Niño 

Farfán con la Fiscalía Primera Delegada ante la Corte Suprema de Justicia; sobre la investigación 

en contra del señor Iván Darío González dijo haber estado investigando hasta que se trasladó el 

caso a la Fiscalía Segunda Delegada ante la Corte Suprema de Justicia por ser no aforado. El 

doctor Fabio Espitia era el Jefe de la Unidad pero no tuvo nada que ver con estas investigaciones 

que se adelantaban. En estos procesos nunca fueron vinculados como policías judiciales a los 

señores Jasibe Rivera ni ROBINSON HERRERA, sin embargo, para el caso de la aforada Hilda 

Janeth Niño Farfán, de manera voluntaria la señora Jasibe Rivera suministró información 
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correspondiente a nombres y números telefónicos de dos compañeros, se le propuso ser 

informante dentro de este caso pero ella no aceptó porque dijo no querer tener inconvenientes 

con sus jefes.  

 

Refirió haber tenido contacto con Jasibe Rivera en una oportunidad que se encontraron en un 

transporte público en esa conversación ella le comentó que trabajaba en la Unidad de Justicia 

Transicional y le preguntó los nombres de los asistentes de la fiscal Hilda Janeth Niño Farfán, le 

habló de German y Diego de quienes podía ubicar los números de celular, porque ya tenía los 

datos de Iván Darío González y a este funcionario le tenía interceptado el número celular. Agregó 

que, en esa oportunidad Jasibe le comentó tener una relación cercana con la vicefiscal María 

Paulina haber trabajado con ella en el Ministerio de Justicia y por ser la madrina de su hija.    

 

Adujo haber estado en una reunión con el fiscal Jorge Hernán Soto, Jasibe Rivera y ROBINSON 

HERRERA, en la cual este último dio información relevante de la cual se dio traslado al fiscal 

Fabio Espitia. Añadió que la señora Jasibe Rivera estuvo varias veces en su oficina para saber 

cómo iba la investigación en contra de la fiscal Hilda Janeth Niño Farfán, que observó que Jasibe 

Rivera quería colaborar con la investigación y la información que proporcionó al ser tan básica, 

se le dio trámite como fuente no formal.  

 

Manifestó que nunca hubo una orden dirigida a ROBINSON HERRERA o a Jasibe Rivera para 

realizar ninguna diligencia porque ninguno de ellos formaba parte de los investigadores de su 

unidad; añadió que la investigación en contra de la señora Hilda Janeth Niño Farfán siempre 

estuvo bajo reserva.  

 

Sobre los hechos materia de esta investigación dijo haber conocido por parte del doctor Daniel 

Cardona, quien la había citado a su despacho para comentarle que la vicefiscal María Paulina 

Rivera lo había llamado para informarle que unos investigadores del CTI habían ido a visitar al 

señor Iván Darío para recibirle un documento dirigido al señor Fiscal General sin tener una orden 

para ello, le preguntó si sabía algo al respecto, ella le dijo que no y finalizó diciendo que iba a 

abrir una investigación en contra de esos investigadores.   

 

Informó que, de acuerdo con el manual de funciones de policía judicial, los investigadores están 

en la facultad de recibir información y darle trámite no se pueden negar o pueden omitir el 

traslado de una información. Agregó no tener conocimiento de algún grupo especial para 

principios de oportunidad, toda vez que cada fiscal maneja cada uno de sus procesos y el que 

adelanta toda la investigación.  
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Se escuchó también a la señora Jasibe Rivera Orozco, quien dijo ser bachiller y haber estado 

vinculada con la Fiscalía General de la Nación desde 1998 hasta 2020, también indicó conocer 

al señor ROBINSON HERRERA desde que estuvo con él en la subdirección de exhumaciones de 

justicia y paz como en el año 2009, luego supo que él estuvo en la Dirección de Coordinación 

de Investigadores, luego fue Jefe a nivel nacional de Investigadores de Justicia y Paz, 

posteriormente estuvo en la Dirección Nacional del CTI como jefe de investigadores, después 

estuvo en la Corte Suprema de Justicia, posteriormente como investigador en el grupo de fraude 

electoral, fueron amigos y compañeros de trabajo.  

 

Adujo conocer a la señora Viridiana Montes, inicialmente como la persona que ofrecía servicios 

de Juriscoop en el Bunker de la Fiscalía y después como investigadora del CTI en la Seccional 

Bogotá, posteriormente tuvo contacto con ella cuando se encontraron en un bus de transporte 

público y en esa conversación la abordó con el tema de investigación de la doctora Hilda Niño 

Farfán, en esa conversación le dijo que ella no sabía mucho porque su labor era como 

investigadora y nada más pero le refirió a ROBINSON HERRERA como una persona que le podía 

colaborar, ese mismo día habló con él y pasó por la oficina de Viridiana, luego ROBINSON le 

comentó que ya la conocía y en adelante la visitó con frecuencia.  

 

Relató que, Viridiana pretendía que se le suministrara información respecto de actos de 

corrupción del doctor Rafel Pretelt y de su asistente Rita Gacha quienes en algún momento 

fueron sus jefes, de lo cual ella no tenía conocimiento porque su trato con ellos se limitó a 

situaciones laborales, en cambio ROBINSON tenía mayor información al respecto porque tuvo 

una relación más de amistad con esas personas, ella quería que hablara con Iván Darío González 

para que colaborara más que hablara sobre si la fiscal Hilda Janeth Niño Farfán tenía relación 

con el doctor Pretelt y por eso en algún momento ella y ROBINSON hablaron con Iván Darío 

para que se acogiera a un principio de oportunidad, pero no sabía que ya estaba colaborado con 

el fiscal que adelantaba la investigación en su contra.  

 

Aclaró que, la Fiscal Delegada ante el Tribunal Hilda Janeth Niño Farfán, investigaba al bloque 

Vencedores de Arauca, ella estaba siendo investigada por temas de corrupción y la señora 

Viridiana era la investigadora líder de ese caso, Iván Darío González Cañón era el asistente de 

la doctora Niño Farfán, a quien conoció en la unidad de justicia y paz, sabía que era la persona 

de confianza de ella, su contacto con él era solo de saludo, reiteró que quien llevaba la 

investigación en contra de Iván Darío González era el fiscal Daniel Cardona.  

 

Manifestó no haber recibido orden alguna de parte de los doctores Daniel Cardona o Carlos Iban 

Mejía para actuar dentro de la investigación en contra de Iván Darío González, dijo no saber si 

se le había dado alguna orden a ROBINSON.  
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Sobre los hechos del 26 de julio de 2017 adujo que estuvo con ROBINSON en la casa de Iván 

Darío González a eso de las 2:00 de la tarde, esa idea surgió de Viridiana, quien le indicó que al 

ser más allegada a Germán Valencia, que le dijera que hablara con Iván Darío para que 

colaborara y se acogiera a un principio de oportunidad, así lo hizo y le dijo a Germán que ella le 

hacía el favor de entregar el escrito a la vicefiscal, por eso estuvo con ROBINSON ese día en esa 

casa, la dirección se la proporcionó el mismo Iván Darío a través de llamada telefónica, en esa 

visita ROBINSON le entregó una hoja y un esfero a Iván para que hiciera el documento, lo 

orientó, le preguntó información sobre el doctor Pretelt, de Juan Carlos López Goyeneche y otras 

cosas de interés como los dineros que había recibido la fiscal Hilda Janeth Niño Farfán, 

documento que fue entregado al fiscal general Néstor Humberto. Dijo que ROBINSON sabía para 

qué iban a esa diligencia, que ella no tenía claro cómo se tramitaba un principio de oportunidad, 

confió en ROBINSON por su experiencia en la Fiscalía, por ser abogado.  

 

Adujo que la motivación para haber ido a visitar a Iván Darío González era colaborar con la 

investigación, esclarecer más, aportar más información y al mismo tiempo colaborarle a él un 

poco. La única persona que sabía de esa visita era Viridiana, los fiscales del caso no tenían 

conocimiento de esa diligencia, no contaban con una orden o resolución para acudir a la casa 

de Iván Darío González, tampoco para desplazarse en el vehículo oficial.  

 

Relató que en la reunión con el Fiscal General, Néstor Humberto Martínez también estaba 

presente la vicefiscal María Paulina Riveros, ROBINSON y ella, le comentaron al fiscal algunos 

casos y se le entregó el documento de Iván Darío, lo revió y dijo que se debía entregar al fiscal 

Fabio Espitia, como así lo hizo ROBINSON, cuando habló con el doctor Espitia este se enojó y 

manifestó que con orden de quien se estaba realizando eso, solicitó un informe detallado. 

ROBINSON la llamó para indicarle que se debía hacer un informe y aunque no se tenía ningún 

compromiso legal, que se trataba de una colaboración para la investigación, hizo el informe lo 

firmaron ambos y al entregarlo al doctor Espitia, les llamó la atención y les dijo que se abriría 

una investigación, al salir de esa oficina se encontraron con el fiscal Cardona a quien le 

comentaron lo sucedido y también se molestó, en ese momento estaba presente Viridiana quien 

se desentendió de la situación después de haberles pedido colaboración y al verlos metidos en 

un problema.  

 

Sobre el informe, manifestó que estaba firmado por ROBINSON y por ella, en él se indicaba que 

la señora Viridiana les había pedido información de manera informal para esa investigación desde 

el 17 de abril de 2017, que el propósito era entregar la información que dio Iván Darío González 

a la vicefiscal María Paulina Riveros, pero aprovechando que tenían una reunión con el Fiscal 

General se le entregaba a él directamente con la solicitud del principio de oportunidad. En esa 
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diligencia como se trataba de un favor que no tenía compromiso no se vio la necesidad que él 

estuviera acompañado de un abogado.  

 

Sostuvo que la intención de ROBINSON para realizar esa actividad en la casa de Iván Darío 

González era la de destacarse como buen funcionario y profesional ante el doctor Espitia y el 

Fiscal General, tener reconocimiento para obtener un ascenso y que esto lo sabía porque el 

mismo ROBINSON se lo había comentado.  

 

Sobre el doctor Carlos Iban Mejía dijo haberlo conocido cuando fue secretario del vicefiscal, 

luego supo que era el fiscal décimo Delegado ante la Corte Suprema de Justicia y que ROBINSON 

había llegado a ese despacho a trabajar con él y tomó una investigación respecto de una 

denuncia que ella había formulado por corrupción y que se adelantaba en esa fiscalía, manifestó 

nunca haber recibido orden de este fiscal para realizar ninguna actuación de policía judicial.  

Dijo conocer al fiscal Fabio Espitia como jefe de la unidad delegada ante la Corte, lo conoció 

cuando ROBINSON la llevó a su oficina para hablar con él respecto de la investigación que tenía 

el doctor Carlos Iban.  

 

Respecto de la doctora María Paulina Riveros adujo que se conocían porque ella había sido su 

jefe en el Ministerio de Justicia para los años 1995 y 1996, que no tenían ninguna relación de 

parentesco.  

 

Afirmó que la idea de visitar a Iván Darío González Cañón había surgido en una conversación 

que sostuvo con Viridiana y ROBINSON, por eso cuando Iván Darío dijo que si, ella llamó a 

ROBINSON para que fueran hasta su casa. Sobre la solicitud de colaboración de Viridiana para 

la investigación que lideraba dijo que ella había manifestado que tenía mucho trabajo, que no 

alcazaba a hacer algunas cosas que como ella y ROBINSON conocían personas en justicia 

transicional y sabían como se manejaban las cosas al interior y todo se hizo de buena fe en favor 

de la investigación, al igual que ROBINSON aunque él aprovechaba esta situación para lograr su 

ascenso y volver a la Corte, de esa colaboración nunca se dejó un registro o se hizo un informe 

a Viridiana, todo se manejó como si fuera una fuente no formal.  

 

Seguidamente se obtuvo el testimonio de Nataly Macana Gutiérrez, quien manifestó ser la 

abogada egresada de la Universidad Santo Tomás, master en derecho, candidata a doctorado 

en la Universidad de Los Andes, ejercer como abogada litigante desde 2017, fue la abogada 

suplente en el proceso que la Fiscalía llevaba en contra del señor Iván Darío Cañón, en el cual 

desde el inicio se había planteado con el fiscal delegado tramitar un principio de oportunidad 

para su defendido.  
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Sobre los hechos materia de investigación dijo saber lo comentado por el señor Iván Darío, su 

hermana Leidy Lorena y su compañero de defensa el doctor Guillermo Ortiz Castaño, es decir, 

que para el 26 de julio de 2017 Iván fue visitado por dos personas del CTI ROBINSON y Jasibe, 

diciéndole que venían de parte de la Vicefiscal que en ese momento estaba en la Fiscalía General 

de la Nación y que lo que ellos querían era colaborarle para que él pudiera salir del proceso 

penal que se le estaba adelantando pero que no le podía comunicar esta situación a sus 

abogados defensores porque había riesgo de fuga de información y que lo que se dijera sería 

informado directamente al Fiscal General, Néstor Humberto Martínez, para ello le indicaron hacer 

un documento de su puño y letra. Posterior a ello, Leidy Lorena hermana de Iván Darío 

preocupada fue al día siguiente al bunker de la Fiscalía a ver si podía hablar con el fiscal general 

pero no fue posible. 

 

Adujo que frente a lo sucedido consideraba que para ese momento el señor Iván Darío estaba 

atemorizado y en estado alterado, procede en compañía del otro abogado a tomar las medidas 

que consideraron pertinentes para proteger la estrategia defensiva del momento que consistió 

en informar al fiscal Daniel Cardona que llevaba el caso de Iván Darío y formular una denuncia 

penal en contra de los policías judiciales que se habían acercado para obtener información.  

 

Consideró que la situación presentada con el señor Iván Darío había sido irregular, puesto que 

los funcionarios del CTI se presentaron sin una misión de trabajo, sin orden del fiscal Daniel 

Cardona, haberle dicho que no podían estar presentes sus abogados ni informarles de la 

diligencia.  

 

Refirió que el proceso que afrontaba el señor Iván Darío Cañón era de connotación nacional 

porque involucraba a la pareja permanente de un ex paramilitar, a una fiscal delegada ante el 

Tribunal y por ende, la información que se manejaba debía ser muy reservada, observarla con 

prudencia para que no se filtrara, más aún cuando el principio de oportunidad ya estaba en 

trámite.    

 

Dijo no conocer y nunca haber visto a los señores ROBINSON y Jasibe.  

 

Se escuchó en juicio oral al doctor Carlos Iban Mejía Abello, quien dijo ser abogado con 

especialización y maestría en derecho penal y ciencias forenses, haber estado más de 35 años 

al servicio de la Rama Judicial y del Ministerio Público, en la actualidad se desempeña como 

Fiscal 10° Delegado ante la Corte Suprema de Justicia.  

 

Manifestó conocer a la señora Jasibe Rivera Orozco por ser denunciante en un caso del cual se 

adelantaba investigación en su despacho en contra de Juan Carlos López Goyeneche y sobre el 
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cual ella había acudido a preguntar sobre las resultas del proceso, que trataba de un hecho de 

corrupción que involucraba a funcionarios de la fiscalía en la unidad de justicia y paz quienes 

presuntamente se habían apropiado de una guaca de dinero perteneciente a las autodefensas 

campesinas de Casanare.  

 

De igual manera indicó conocer a ROBINSON HERRERA porque fue referido para trabajar con él 

en unos casos de paramilitarismo que se tramitaban en su despacho bajo la ley 600, se consideró 

una persona calificada y con buena reputación para apoyar la investigación en esos casos. 

También indicó haberle dado ordenes a policía judicial a ROBINSON HERRERA precisamente en 

el caso contra el señor López Goyeneche, aprovechando el potencial de ROBINSON quien había 

indicado conocer esos hechos que se investigaban por haber sido jefe de policía judicial de 

justicia transicional y frente a esa orden rindió un informe detallado y hasta ahí fue su 

participación en ese caso porque se consideró prudente apartarlo del mismo en razón a su 

conocimiento de los hechos y de las partes involucradas.  

 

Respecto de los hechos materia de este caso, manifestó que lo que supo fue por haber sido 

citado a una fiscalía a rendir entrevista respecto de unos hechos en los que ROBINSON y Jasibe 

visitaron al señor Iván Darío González, pero no sabía quien era este señor ni tenía conocimiento 

de lo sucedido, lo único que recordaba era un encuentro casual que tuvo con estas dos personas 

en el bunker de la Fiscalía el 27 de julio de 2017 cuando lo saludaron en un pasillo y ROBINSON 

le comentó que estaban esperando entrevistarse con el Fiscal General, Néstor Humberto 

Martínez para comentarle sobre algunos avances en casos de corrupción que se habían 

presentado en la unidad de justicia y paz,  tema que le pareció interesante porque lo relacionó 

con los que él investigaba y podía a futuro servirle dicha información.  

 

De esa interlocución con ROBINSON dijo que no fue detallada, que el comentario se lo hizo de 

manera general, no supo cómo había obtenido la información ni por orden de quien, tampoco 

sobre que se trataba tal información.  

 

Sobre la existencia de un grupo élite para llevar a cabo principios de oportunidad, dijo no 

conocerlo, pero si saber que hay un grupo conformado que proyecta al señor fiscal general las 

solicitudes de principio de oportunidad que es un grupo de profesionales del derecho que existe 

para verificar el cumplimiento de los requisitos legales de esas peticiones, proyectar los actos 

administrativos y judiciales que deba firmar el Fiscal General.  

 

En cuanto al trámite de principios de oportunidad, explicó que, normalmente eso tiene origen 

en las propias investigaciones cuando producto de la indagaciones y la identificación del 

compromiso penal de un iniciado o imputado, ellos o la Fiscalía promueven un acercamiento 
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para que se constante si existe alguna voluntad de colaboración con la justicia o de algún tipo 

de sometimiento por esa vía alternativa de terminación anticipada y cuándo existe esa voluntad 

o esa manifestación del indiciado o del imputado, se procede en hacer esas reuniones 

preliminares que permiten construir en principio una matriz de colaboración y que termina en 

desarrollos tales como interrogatorios de indiciados para que las personas se refieran a los 

aspectos que compondrían una matriz de colaboración para expos someterlos, no solo a la 

autorización y evaluación señor del Fiscal General de la Nación, sino que constatados y hechas 

algunas verificaciones por los despachos, han de ser sometidos al conocimiento y al escrutinio 

de los señores jueces de la República, las entrevistas a indiciados son realizadas muchas veces 

por parte de policía judicial debidamente autorizada por el fiscal del caso, generalmente se trata 

de los investigadores asociados a la noticia criminal, salvo que posteriormente se asocien 

investigadores nuevos que cumplan la función.  

Por último, la fiscalía trajo a la testigo Carolina Vargas Villamil, quien adujo tener la profesión 

de abogada, ser especialista en derecho público y adelantar una maestría en derecho y negocios 

internacionales, haberse desempeñado como investigadora CTI, como analista de 

comunicaciones ante varias salas y actualmente en el cargo de técnico investigador grado 4 de 

la Fiscalía General de la Nación.  

 

Explicó las funciones del cargo de analista de comunicaciones que eran las de monitorear la línea 

o controlarla, escuchar, analizar y reportar, existen otras funciones que son básicamente de 

procedimiento qué es verificar cuando a usted le llega su orden de trabajo usted debe verificar 

la orden de trabajo, la resolución que contiene los motivos fundados que dieron origen a la orden 

de interceptación y el formato de Sistema Esperanza, tanto el formato de Sistema Esperanza o 

del Departamento de Interceptación de Comunicaciones, debe contener la misma información 

en cuanto a los números de abonados celulares, los operadores, junto con la resolución que da 

la orden de interceptación de comunicaciones emitida por el fiscal del caso, entre otras cosas, 

dentro de esas funciones también el reporte que se hace es a través de informes, estos informes 

son criterios orientadores para el fiscal, quién es, el que decide la conducta punible o no, su 

labor simplemente era la de informar a través del análisis, una hipótesis y básicamente es un 

criterio orientador.  

 

Recordó haber recibido orden a policía judicial de interceptación por parte del fiscal Daniel 

Cardona Soto el 31 de julio de 2017 y dentro de los motivos fundados que dieron origen a la 

orden de interceptación por el cual se adelantó la escucha y posterior análisis de las 

comunicaciones, estos motivos fundados estaban señalando que dos funcionarios de la Fiscalía 

General de la Nación habían ido a la residencia de una persona que estaba a su vez adelantando 

un principio de oportunidad con el despacho del doctor Cardona, bueno se desplazaron a esa 
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residencia para obtener un documento, al parecer ese documento se obtuvo sin previa orden 

judicial por parte del fiscal que llevaba el caso mencionado. 

 

Respecto de la orden de interceptación dijo que su objeto verificar que las personas que estaban 

siendo escuchadas mediante la interceptación fueran las personas que estaban referidas como 

el señor ROBINSON HERRERA y la señora Jasibe Rivera, identificarlas y determinar si tenían 

relación con los motivos fundados que dieron origen a la orden de interceptación los números 

correspondían a los abonados telefónicos 3207867020 y 3124677380.  

 

Explicó que se usaban códigos de identificación de las personas que se escuchaban en las 

conversaciones que obedecían a los siguientes: HD= Hombre Desconocido, MD= Mujer 

Desconocida, SP= Suena Parecido, 3P= Tercera persona y OA= Observación de Analista.  

 

Hizo referencia a tres comunicaciones que resultaron conversaciones directas con los motivos 

fundados que dieron origen a la orden de interceptación, es decir, en la primera conversación 

se tiene entre quien se identifica como Jasibe y ROBINSON, hablan sobre un documento que 

recogieron en alguna parte y se lo entregaron al Fiscal General; la segunda conversación entre 

estos interlocutores corresponde a un reclamo que la señora Jasibe hace a ROBINSON respecto 

de una información que le proporcionó al entonces coordinador de la fiscalía delegada ante la 

Corte Suprema de Justicia, el doctor Espitia  y la tercer conversación hace referencia a que 

ROBINSON con una interlocutora desconocida comentan que Jasibe debe decir la verdad de lo 

ocurrido cuando fueron a recoger el documento.  

 

También refirió una llamada que corrobora la identidad de ROBINSON HERRERA y que recibió 

de un interlocutor del banco BBVA; en la siguiente conversación se escucha a la señora Jasibe 

con otra interlocutora con quien comenta había cometido un error, una imprudencia, que 

también sobre que no contaban con la orden para adelantar la actividad para obtener el escrito, 

como habían llegado a esa investigación y que fue acompañada con ROBINSON. En otra de las 

comunicaciones interceptadas se escucha a quien se identifica como Jasibe con una interlocutora 

habitual en la que hablan del profesionalismo que debería tener el señor ROBINSON dada su 

experiencia y que como ella no tenía conocimiento de procedimiento realizado y esa labor se 

había hecho como él había dicho.  

 

En siguiente conversación de igual manera contextualiza la testigo que Jasibe y su interlocutora 

desconocida le manifiesta su molestia con ROBINSON por información que recibió de quién sería 

en su momento el coordinador de fiscalía, de la Fiscalía delegada ante la Corte el doctor Fabio 

Espitia, aduciendo que el señor ROBINSON le había informado a él que habían ido a esa diligencia 

en nombre de la vicefiscal y que quién había entrado a la diligencia había sido solo Jasibe y no 
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el señor ROBINSON. Seguida a esta se escuchó otra llamada entre las mismas interlocutoras en 

la que Jasibe a su interlocutora le relata que quién había dicho que iba el nombre la señora 

vicefiscal, había sido a quien ella denominó “el preso” o “el chino”, lo segundo para tener en 

cuenta es que se reunieron con el doctor Espitia ella habla nuevamente que lo desenmascaró a 

ROBINSON, que lo increpó y le dijo que no tenía la confianza suficiente en él.  

 

Después de hacer una explicación del procedimiento y los protocolos que se debe seguir para 

cumplir la orden de policía judicial, el tratamiento al elemento material probatorio que en este 

caso se trata de los discos compactos o discos de video en los que se consignaron las grabaciones 

de las conversaciones escuchadas y aclaró que los analistas no realizan la interceptación de las 

líneas, solo escuchan, monitorean y sobre eso se realiza el informe.  

 

TESTIMONIOS DEFENSA  

 

Por su parte la representación defensiva trajo como testigos para soportar su teoría del acaso 

en primer lugar a la señora Viridiana Montes Bello, quien manifestó laboraren la Fiscalía 

General de la Nación en la unidad delegada ante la Corte Suprema de Justicia en la fiscalía 

primera delegada.  

 

Dijo conocer al señor ROBINSON HERRERA desde hacía entre 15 y 17 años lo ha distinguido 

como funcionario del CTI y ha laborado con él en la Corte Suprema de Justicia no directamente, 

pero si porque él fue jefe en esa unidad.  

 

Sabe de este proceso que corresponde a una investigación que se le abrió al señor ROBINSON 

HERRERA y a Jasibe Rivera, sobre el cual rindió una declaración ordenada por el fiscal Daniel 

Cardona y la recepcionó el doctor Andrés, quien le preguntaba sobre la investigación que ella 

llevaba como investigadora líder de la ex fiscal Hilda Janet Niño Farfán, quería saber el 

procedimiento que se había hecho, el por qué el doctor ROBINSON HERRERA había participado 

en el allanamiento que se hizo en la picota, de la cual recordaba que él estuvo en el allanamiento 

de la picota porque iba como coordinador del CTI en el allanamiento de la celda de Orlando Villa 

Zapata.  

 

Manifestó que dentro de esa investigación que ella lideraba en contra de la ex fiscal Niño Farfán 

no tuvo apoyo de Jasibe Rivera, tuvo un encuentro con ella en bus de servicio público y hablaron 

sobre donde trabajaba cada una y al ver que Jasibe trabaja en la unidad de justicia transicional 

le pareció que podía ayudarle con información sobre números telefónicos de algunos 

funcionarios de esa unidad que estaban siendo investigados y aunque tenían interceptados sus 

teléfonos tal vez ella tenía otras líneas; adujo no haber trabajado directamente con ella, solo 
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tuvo una reunión con ella y con el fiscal Jorge Hernán Díaz Soto y con ROBINSON HERRERA 

ellos hablaron acerca de un proceso que se llevaba en la fiscalía décima delegada ante la Corte 

Suprema de Justicia y en el que Jasibe era la denunciante, se les preguntó si conocían números 

celulares de Iván, Diego y Germán personas que estaban siendo investigadas pero quería 

corroborar si tenían otras líneas telefónicas además de las que tenían interceptadas. Con 

ROBINSON HERRERA no tuvo contacto respecto de la investigación de la exfiscal Niño Farfán.  

 

Sobre el doctor Daniel Cardona dijo haberlo conocido cuando llegó a la Fiscalía en 2017 y en un 

comité que hubo le hizo entrega del proceso que llevaba en contra de la exfiscal Niño Farfán, 

en razón a que se había determinado dividir ese caso para las personas no aforadas entre las 

que estaba Iván Darío González Cañón.  

 

Refirió haberse enterado que Jasibe y ROBINSON habían ido a la casa de Iván González por el 

doctor Daniel Cardona, porque un lunes llegó a la oficina y él la estaba esperando, la citó a su 

oficina y le dijo que si sabía o si le había dado la orden a Jasibe y a ROBINSON de ir donde Iván 

a un principio de oportunidad, pues se desconocía que era lo que había pasado, ella dijo no 

saber nada al respecto.  

 

Manifestó que nunca acordó con Jasibe y ROBINSON ir donde Iván González, Jasibe iba 

constantemente a averiguar respecto de como iba la investigación y si se iba a vincular al doctor 

Rafael Pretelt y a Rita Gacha porque ella estaba ofendida por una investigación que tuvo en 

justicia transicional y manifestaba que quería se hiciera justicia y que cayeran todos.  

 

Indicó que con ROBINSON HERRERA se saludaba en los pasillos o en algún espacio del trabajo 

en otras oficinas porque él trabajaba en la misma unidad, pero él no frecuentaba su oficina y 

nunca concertó nada con él respecto de ninguna investigación.  

 

Indicó que en una ocasión ROBINSON y Jasibe estuvieron en su oficina porque estaban buscando 

al doctor Daniel Cardona y no lo encontraron, ella lo buscó en el despacho de la fiscalía tercera 

en donde sabía se encontraba y lo llamó para que hablara con ellos, el doctor Cardona les pidió 

un informa sobre la diligencia que habían hecho para que informaran quien les había dado orden 

o autorización de ir hasta allá.  

 

Se escuchó también al doctor Daniel Eduardo Cardona Soto, quien dijo ser abogado consultor 

y litigante, haber trabajado en la Fiscalía General de la Nación en los cargos de fiscal delegado 

ante los jueces penales del circuito especializados, fiscal delegado ante el Tribunal en la dirección 

de CTI.  
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Dijo haber conocido la investigación que se adelantó a la exfiscal Hilda Janeth Niño Farfán porque 

en su momento asumió la investigación que se desprendió de esa para funcionario no aforados, 

pero nunca tuvo a su cargo la investigación en contra de la exfiscal mencionada, en la 

investigación contra las personas no aforadas fue capturado el señor Iván Darío González Cañón.  

 

Hizo referencia al proceso que se adelantaba en contra de Iván Darío González Cañón para 

indicar que desde el momento de su captura ofreció colaborar con información para que se le 

aplicara un principio de oportunidad y esas negociaciones se realizaron con sus abogados, dentro 

de ese trámite atendió una llamada del abogado del señor Iván González quien le informó de 

unos investigadores se habían presentado en la casa de este señor que tenía impuesta medida 

de aseguramiento y que iban de parte de la vicefiscal doctora María Paulina Riveros con 

conocimiento del entonces fiscal general Néstor Humberto Martínez, lo cual había violentado la 

confianza que se había construido con la fiscalía para la aplicación del principio de oportunidad, 

a lo que respondió no haber enviado a ningún policía judicial y que le solicitaba poner en 

conocimiento de este hecho a la fiscalía y así lo hizo, presentó una denuncia penal.  

 

De todo esto dijo haber comunicado al doctor Fabio Espitia como jefe de la Unidad Delegada 

ante la Corte Suprema de Justicia, al igual que al fiscal primero delegado Jorge Hernán Díaz, 

luego de esto, recibió llamada del doctor Fabio Espitia para informarle que ROBINSON HERRERA 

había ido a su despacho a entregar un documento elaborado por el señor Iván Darío González 

Cañón, como ya estaba enterado de la situación les indicó que debían presentar ese documento 

con un informe explicando por orden de quien y en qué condiciones se había realizado esa 

diligencia, el cual fue entregado por ROBINSON HERRERA y Jasibe Rivera, posteriormente 

trasladado a la fiscalía primera delegada y luego a la fiscalía segunda del CTI, pero para ese 

momento ya se había iniciado una investigación en su contra por ser una actividad inconsulta, 

consideró que se debían seguir los protocolos porque los investigadores no podían ser una rueda 

suelta y ROBINSON HERRERA nunca había trabajado con él porque no pertenecía a su grupo de 

investigadores.  

 

Sostuvo no haber tenido ningún contacto con ROBINSON HERRERA o con Jasive Rivera porque 

adelantaba una investigación en su contra y el único momento en que tuvo alguna comunicación 

con Jasibe Rivera fue al escucharla en interrogatorio en la ciudad de Pereira y por haber sido 

trasladada a dicho lugar.  

 

Explicó que, dentro de la investigación abierta para ROBINSON HERRERA y Jasibe Rivera se 

había ordenado la interceptación de comunicaciones de sus números celulares, lo cual se hizo 

de manera pronta, también se le solicitó información por escrito a la entonces vicefiscal quien 

efectivamente indicó no haber enviado a nadie ni autorizado a nadie para recaudar información 
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en la casa de Iván Darío González y aclaró que no existía ningún grupo de corroboración de 

principios de oportunidad.  

 

Indicó que el principio de oportunidad que se tramitaba en favor de Iván Darío González Cañón 

se inició antes del incidente en el que participaron ROBINSON HERRERA y Jasibe Rivera, se 

habían recibido varios interrogatorios realizados a Iván Darío González.  

 

La señora Jasibe Rivera Orozco, fue escuchada nuevamente quien indicó que el 26 de julio 

de 2017 estuvo en compañía del señor ROBINSON HERRERA en la casa del señor Iván González, 

que este último elaboró un escrito que fue orientado por ROBINSON, posterior a eso ese 

documento que estaba en poder de ROBINSON se lo entregó al fiscal general Néstor Humberto 

Martínez, quien lo leyó y le indicó a ROBINSON que debía entregarlo al fiscal jefe de la unidad 

ante la Corte, quien a su vez se molestó y le manifestó que debía hacer un informe para recibirle 

el documento, como así lo hicieron y lo entregaron al doctor Espitia. El mismo día hablaron con 

el doctor Cardona en un pasillo de las oficinas del bunker, quien también se mostró inconforme 

por lo realizado, les manifestó que no tenían por qué haber intervenido en una investigación a 

la que no estaban asignados y luego de eso se inició la investigación por esa actuación.  

 

Dijo conocer a Iván Darío y a Germán porque eran compañeros de trabajo, pero no amigos, dijo 

haber tenido una conversación con Iván Darío González en la que se le dijo que si quería 

acogerse a un principio de oportunidad que podía hacer un escrito y con gusto ella se lo hacía 

llegar a la vicefiscal, pero nunca se comprometió a nada lo hizo como un favor y eso se había 

hablado con Viridiana y ROBINSON.  

 

Al tener de presente el informe que rindió sobre esa diligencia que se realizó el 26 de julio de 

2017, manifestó que fue firmado por ella y por ROBINSON porque los dos tenían conocimiento 

de esa gestión, pero en el informe no se dejó plasmado que Viridiana tenía conocimiento. Indicó 

no haber estado conforme con realizar ese informe porque sabía que no había un orden a policía 

judicial, era un favor que se estaba haciendo a Viridiana para su investigación. 

 

Finalmente, el acusado ROBINSON HERRERA ACOSTA, renunció a su derecho de guardar 

silencio y rindió declaración en su propio juicio para indicar que para mediados del mes de julio 

de 2017 se encontraba adscrito a la Unidad del Grupo de la Corte Suprema de Justicia, por esos 

días tuvo la oportunidad de hablar con el Fiscal General y le solicitó  lo atendiera por espacio de 

10 minutos para hablar sobre unos casos de los que había entregado informe al doctor Fabio 

Espitia que el era el Jefe de la Unidad delegada para la Corte Suprema de Justicia, el señor fiscal 

le dio una cita para el 26 de julio de 2017 a eso de las 4:00 o 5:00 de la tarde.  
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Relató que para el 26 de julio de 2017, salía de la Corte para realizar unas diligencias y se 

encontró a la señora Jasibe quien le solicitó si la acercaba a su casa que quedaba por el camino 

que tomaría en ese momento, le dijo que sí y salieron, llegando a las avenida Ciudad de Cali con 

72 Jasibe le dijo que si le hacía el favor de acompañarla a recoger una información, le dijo que 

si pero que la dejaba en su diligencia porque él tenía que irse a hacer las de él y porque esa 

tarde tenía la cita con el doctor Néstor Humberto Martínez.  

 

Siguiendo con la narración, manifestó que, llegaron a una calle cerrada, Jasibe se bajó, golpeó 

en una casa, salió un señor, se saludaron, se dieron un abrazo, luego lo llaman, le presentan a 

la persona que era Iván Darío González Cañón, le insisten para que entre a la casa, una vez 

adentro al escuchar lo que hablaba Jasibe con este señor se da cuenta que era el asistente de 

la doctora Hilda Janeth Niño Farfán. Jasibe le preguntó que cómo se hacía el documento y él le 

pregunta que si luego no lo tenía hecho y que solo era recogerlo, ella dice que no, el señor dijo 

no tener hojas para hacer el documento, entonces a petición de Jasibe le entregó unas hojas de 

su maletín para que elaborara un escrito, esa persona comenzó a decir varias cosas por lo que 

él le dijo que lo que iba a informar lo escribiera en las hojas, luego de elaborarlo lo firmó y colocó 

la huella, le dijo que firmara todas la hojas para mayor seguridad.  

 

Seguido a ello, contó que, le dijo a Jaibe que no alcanzaba a hacer sus diligencias y que se iba 

para el bunker a cumplir la cita que tenía con el Fiscal General, ella le dijo que la llevara para de 

una vez entregarle el documento al doctor Néstor Humberto Martínez, esperaron, pero la 

secretaria les indicó que ese día no los podía atender que regresaran al día siguiente en horas 

de la mañana. Al salir de esa oficina, en el pasillo le dijo a Jasibe que hablaran con el doctor 

Cardona para informarle la diligencia que se había hecho, fueron a su oficina pero no encontraron 

al doctor Cardona, pasaron a la oficina de Viridiana ella ubicó al doctor Cardona fueron a hablar 

con él, se molestó cuando Jasibe le comentó que había estado en al casa de Iván recogiendo 

una información, dice que se debe hacer un informe, vuelven a la oficina de Viridiana quien les 

presta el computador, Jasibe elabora el informe y se lo entregan ese mismo día al doctor Cardona 

y Jasibe se queda con el recibido del documento.  

 

Luego de esto al día siguiente esperan todo el día a ser atendidos por el Fiscal General pero no 

es posible que los hagan seguir, estando sentados esperando, saludó al doctor Carlos Iban Mejía 

quien pasaba por ahí, Jasibe habló con una persona que dijo ser la hermana de Iván Darío 

González, pero no sabe de qué hablaron. Al día siguiente volvieron para ver si el doctor Néstor 

Humberto Martínez los atendía y efectivamente ese día 28 de julio de 2017 entraron a la oficina, 

Jasibe saludó al Fiscal y a la Vicefiscal de manera muy amigable, lo presentó y comenzó a 

indicarle al fiscal el desarrollo de las investigaciones que estaba adelantando, él le dice que el 

doctoro Fabio Espitia ya le había presentado esa información, luego de explicarle los casos que 
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llevaba, Jasibe indica que ella había ido a recoger una información donde Iván González que era 

el secretario o asistente de la doctora Niño Farfán, la vicefiscal no miró el documento y se lo 

entregó al señor Fiscal quien después de leer dijo que trabajara con el doctor Fabio, entonces 

él le dice que el doctor Fabio está nombrado en esa información y el Fiscal le dice que no se 

preocupe que él es de los nuestros.  

 

Adujo que, cuando habló con el doctor Fabio Espitia, después de leer el documento como ahí se 

hablaba de una caleta de la cual se había indicado en otros documentos con anterioridad, él se 

disgustó y le dijo “otra vez usted con ese refrito, cuál es su intención” a lo que contestó que no 

tenía mala intención, que eso era lo que la señora Jasibe le había entregado, siguió leyendo y 

luego le dijo que debía rendir un informe. Por ese motivo se comunicó con Jasibe y le dijo que 

esa era la orden del doctor Espitia hacer un informe, se desplaza para Paolquemao y Jasibe hace 

el informe y en la última parte se le indica al doctor Fabio Espitia que la única persona que ha 

tenido esos documentos es él y que se le entregaban bajo su responsabilidad, lo firman y se lo 

llevan al doctor Espitia, quien les dijo que iba a mirar a ver si abría una investigación por ese 

motivo.  

 

Luego de esos hechos, manifestó haber sido trasladado para Soacha y no saber nada más 

referente a esa investigación ni lo ocurrido con la documentación que se entregó del señor Iván 

Darío González.  

 

Dijo no saber qué clase de favor le habría pedido Viridiana a Jasibe y que nunca le preguntó a 

Jasibe sobre la diligencia que iba a realizar o la información que iba a recoger en la casa de Iván 

Darío González.  

 

Esa fue entonces la practica probatoria del juicio oral. 

 

6.4. Del caso concreto 

 

En relación con los elementos estructurales del tipo penal de Abuso de función pública se tiene 

entonces al sujeto activo de la acción penal que corresponde a una persona que tenga la 

calidad de servidor público, para el caso concreto, así como quedara probado mediante 

estipulación, las partes estuvieron de acuerdo en considerar que ROBINSON HERRERA ACOSTA 

se desempeñaba como investigador de la Fiscalía General de la Nación y para la época de los 

hechos que aquí ha traído el ente fiscal, esto es entre julio y agosto de 2017, ejercía ese cargo 

público en la Fiscalía Décima Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, por lo tanto ostentaba 

esa calidad de ser servidor público.  

 



 

34 
 

Además de haber sido un hecho que no generaría controversia entre las partes, se tuvo 

corroboración de esa calidad de servidor publico de HERRERA ACOSTA a través del extracto de 

su hoja de vida en el que se podía destacar la Resolución No. 1-0311 de 12 de mayo de 2017 

suscrita por la doctora María Paulina Riveros Dueñas, entonces Vicefiscal General de la Nación, 

en la que ROBINSON HERRERA ACOSTA fue trasladado a la Dirección Nacional del Cuerpo 

Técnico de Investigación CTI; sumado a esto, en las diferentes declaraciones escuchadas en 

juicio como los fiscales Carlos Iban Mejía, Fabio Espitia, Daniel Cardona lo reconocían como 

investigador del CTI, así también lo indicaron sus compañeras de trabajo Jasibe Rivera y 

Viridiana Montes, quienes dijeron conocerlo en función de su trabajo como investigador del 

CTI en varias unidades entre ellas la de justicia y paz y la delegada ante la Corte Suprema de 

Justicia y en su misma declaración dijo estar vinculado con la Fiscalía General de la Nación en 

calidad de investigador del CTI.  

 

En tal sentido se tiene entonces que ROBINSON HERRERA ACOSTA ha sido servidor público 

desde el año 1998 cuando ingresó a la Fiscalía General de la Nación en calidad de investigador 

y ha desarrollado sus funciones en el marco del servicio público, como quiera que la Fiscalía 

General de la Nación es una entidad perteneciente al Estado y por ende tener la calidad de 

entidad pública.  Con ello se satisface entonces uno de los elementos estructurales del tipo 

penal para este caso.  

 

Ahora bien, en cuanto a los demás ingredientes o elementos que conforman el tipo penal, la 

Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido en abundante jurisprudencia como en 

sentencia con radicado No. 51094 de 2020, en la cual se retomó el siguiente concepto: 

 

“El eje de la conducta del delito de abuso de función pública se refiere a una ilegalidad 

signada por desbordar una atribución funcional que le corresponde ejecutar a otro 

funcionario, en lo cual radica la ilegalidad del acto. En cambio, en el prevaricato, el sujeto 

puede ejecutar el acto en el ámbito de su función, pero al hacerlo, infringe 

manifiestamente el orden jurídico. En otras palabras, mientras en el abuso de función 

pública el servidor realiza un acto que por ley le está asignando a otro funcionario que 

puede ejecutarlo lícitamente, en el prevaricato el acto es manifiestamente ilegal, sin que 

importe quién lo haga. 

 

Precisamente, la Sala, en ese sentido, ha señalado lo siguiente: 

 

“Acertó entonces el Tribunal en la decisión recurrida, al señalar que el abuso de la función 

pública se tipifica al actuar en donde no se tiene competencia, mediante comportamiento 

que puede ser desarrollado lícitamente por el empleado que tiene facultad para ello; en 
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cambio en el abuso de autoridad y en el prevaricato, como bien lo pone de resalto el 

señor defensor, el acto es ilegal, no importando que funcionario lo ejecuta.” (CSJ SP, 

radicado 10131 del 14 de septiembre de 1995)” 

  

Bajo esa línea, se tiene entonces que el acto desplegado por ROBINSON HERRERA ACOSTA 

por el que la fiscalía lo acusó y lo llevó a juicio corresponde al realizado el 26 de julio de 2017 

cuando en compañía de Jasibe Rivera acudió a la casa del señor Iván Darío González Cañón 

quien se encontraba privado del a libertad con ocasión de una medida de aseguramiento que 

le fue impuesta dentro de un proceso en el cual estaba implicado y estando allí recaudó una 

información de gran valor para ser utilizada en otras investigaciones.  

 

Una vez en ese lugar, se le indicó al señor González Cañón la posibilidad de obtener un principio 

de oportunidad a cambio de lo cual debía proporcionar información que pudiera servir para 

esclarecer algunos hechos de corrupción que se investigaban y ellos se encargarían de entregar 

dicha información de manera directa al Fiscal General de la Nación o a la Vicefiscal de la época.  

 

Tal actuación la realizó sin contar con una orden a policía judicial, tampoco así autorización o 

encomienda de alguna autoridad competente, como lo eran los fiscales que adelantaban las 

investigaciones o de sus superiores en los casos contra la exfiscal Hilda Janeth Niño Farfán 

como persona aforada y para los no aforados como en el caso de Iván Darío González Cañón.  

 

De estos hechos así descritos las partes dieron por probado que el 26 de julio de 2017, en 

horas de la tarde, los señores ROBINSON HERRERA ACOSTA y Jasibe Rivera Orozco acudieron 

a la residencia del señor Iván Darío González Cañón, ubicada en la Calle 75 No. 101-31, barrio 

Villas de Madrigal, en la ciudad de Bogotá, lo que quedó registrado en los videos de las cámaras 

de seguridad del Colegio Ferván de 26 de julio de 2017 y a su vez que los señores Hilda Janeth 

Niño Farfán e Iván Darío González Cañón, afrontaban procesos penales por delitos de 

corrupción.  

 

Frente a ello, se escuchó la versión del señor Iván Darío González Cañón quien es el 

denunciante en este proceso y manifestó que, ese 26 de julio de 2017 efectivamente hicieron 

presencia en su casa los señores ROBINSON HERRERA ACOSTA y Jasibe Rivera Orozco, al 

respecto puntualizó: 

 

“… esas personas llegan a mi casa, se identifican como funcionarios del CTI yo ya tenía 

la oportunidad en algunos momentos de escuchar por ellos porque ellos en su momento 

pues también trabajaron o estuvieron en la unidad de justicia transicional o eran pues 

también conocidos entonces ellos se dirigen yo les abro la puerta pues ingresan a mi 
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casa y lo que ellos hacen es empezar a decirme que ellos me pueden colaborar que Jasibe 

en este caso me dice que tiene línea directa con la vice fiscal que es muy allegada a ella 

que la vice fiscal le había dicho que ellos pertenecían a un grupo especial que en su 

momento la información que yo tenía se estaba filtrando, entonces que ellos lo que 

estaban haciendo con la luz verde que les daba la vice fiscal en el momento era crear 

ese grupo especial para que la información no se filtrara con el fin de que ni los 

defensores del proceso y los fiscales que lo llevaban tanto el del CTI como el delegado 

ante la corte supieran que estaba pasando, entonces llegan como con esa manifestación 

de hacerme creer que ellos podrían ayudarme directamente que salía más rápido y que 

no se filtrara la información”    

 

Este testigo dio a conocer que la información que consignó de su puño y letra en unas hojas 

de una libreta correspondía a los nombres de personas que estaban siendo investigadas por 

diferentes delitos y algunas estaban vinculadas con la fiscalía, paramilitares y narcotraficantes, 

ROBINSON fue la persona que le hizo varias preguntas y le indicaba que escribiera todo lo que 

estaba diciendo lo guiaba en la elaboración del documento, le dijo que le colocara un título, 

dirigido al fiscal general de la nación, que quedara como si lo estuviera haciendo 

voluntariamente, le indicaba que casos debía plasmar y así lo hizo, lo firmó y le estampó la 

huella, ROBINSON se quedó con el documento y le manifestó que se lo haría llegar al fiscal 

general. 

 

Esta información fue corroborado por los abogados del señor González Cañón, quienes 

declararon para este caso indicando que una vez fueron enterados por su representado que 

habían estado unos investigadores del CTI en su casa y  la información que les había entregado, 

se ponen en contacto con el fiscal que llevaba la investigación del señor González Cañón y le 

comentan lo sucedido porque temían que su estrategia defensiva se desbaratara por haber 

entregado información que era privilegiada a personas diferentes y con la cual estaban 

tramitando un principio de oportunidad para el señor González, el fiscal les indica que deben 

denunciar esos hechos para que la fiscalía pudiera iniciar alguna investigación en contra de 

esos investigadores que habían actuado por su cuenta sin tener orden de ninguna clase, tal 

como así sucedió, instauraron denuncia penal en contra de ROBINSON HERRERA ACOSTA y 

Jasibe Rivera Orozco al considerar que la forma de obtener la información había sido irregular 

e ilegal.  

 

Sobre estos hechos también habló la señora Jasibe Rivera Orozco quien en su declaración 

afirmó que ese 26 de julio de 2017:  
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“…en vista de que este señor Iván me dio la dirección por celular nos desplazamos hasta 

allá en la camioneta de Robinson el entró conmigo, le entregó a Iván una hoja y un 

esfero y le indicaba como tenía que hacer el documento le preguntaba si él tenía 

información de Pretelt que si tenía información de Juan Carlos López Goyeneche si tenía 

información bueno de varias cosas que por que él tenía que hacer interesante pues esa 

propuesta si de el suministrar información y ahí le hacía preguntas que cuanto había 

recibido de Hilda Janeth que el cómo iba, bueno todo lo que dice en el escrito que esta 

aportado a esta investigación él le ayudo con todo eso” 

 

Adicional a ello, esta testigo Rivera Orozco adujo que esta visita se había gestado en una 

conversación que había sostenido con la investigadora Viridiana Montes y el señor ROBINSON 

con quienes habían comentado que sería bueno que Iván Darío se acogiera a un principio de 

oportunidad y revelara toda la información que tenía y era relevante para esas investigaciones, 

entonces Viridiana le dijo que hablara con German Ramírez para que le indicara a Iván Darío 

que hiciera un principio de oportunidad y que si quería ella le ayudaba entregando un 

documento directamente a la vicefiscal o al fiscal general.  

 

En efecto, esto fue confirmado por parte de German Ramírez quien dijo fue contactado por 

Jasibe Rivera y al indagarle a Iván Darío sobre esta posibilidad dijo que sí le interesaba y facilitó 

esa comunicación entre ellos sin enterarse sobre los detalles.  

 

Sumada a estas versiones, fue el mismo ROBINSON HERRERA quien en su propia declaración 

afirmó haber estado ese 26 de julio de 2017 en la casa del señor Iván Darío González Cañón y 

aunque haya tratado de hacer parecer que no tenía nada que ver con la diligencia que se 

realizó en ese lugar, lo cierto es que se destacan de su relato ciertas circunstancias como que 

estaba acompañado de la señora Jasibe Rivera, que se desplazaron en horas de la tarde hacia 

dicho inmueble en la camioneta que le había sido asignada por la Fiscalía, estuvo dentro de 

esa residencia, escuchó lo que el señor González Cañón estaba indicando saber y con lo que 

se pretendía realizar una negociación para principio de oportunidad, aseguró haberle entregado 

las hojas para elaborar el manuscrito, dijo haberle dado ciertas indicaciones frente al 

documento.  

 

De esa manera la ilegalidad entonces del actuar de ROBINSON HERRERA ACOSTA recae en 

haber desbordado su atribución en la función como investigador adscrito al cuerpo técnico de 

investigación de la Fiscalía General de la Nación, como quiera que haciendo gala de esa calidad 

de investigador, adelantó una actividad en la que recaudó información privilegiada para 

atribuirse esa gestión sin contar con orden previa, cuando esos actos para obtener esa 

información correspondía al entonces Fiscal Segundo Destacado ante el CTI, Eduardo Cardona, 
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al ser el funcionario que adelantaba la investigación y el proceso en contra del señor Iván Darío 

González Cañón y a su grupo de investigadores o en su lugar a quienes estuvieran designados 

para cumplir ordenes de policía judicial en ese sentido, más aún cuando en este despacho fiscal 

ya se tramitaba un principio de oportunidad para el señor González Cañón y frente al cual este 

ciudadano había hecho algunas declaraciones.  

 

Ahora esta actuación de ROBINSON HERRERA ACOSTA pudo ser legítima si hubiese mediado 

una orden o una instrucción por parte de alguna autoridad competente, lo cual no ocurrió, tal 

como lo refiriera el investigador Oscar Vargas que indicó haber recaudado información de parte 

de la entonces vicefiscal María Paulina Riveros Dueñas quien a través de oficio de 9 de agosto 

de 2017 informó que: “(…) en la fiscalía general de la nación no existe un comité de principio 

de oportunidad por esta razón los investigadores Jasibe Rivera Orozco y Robinson Herrera 

Acosta no pueden pertenecer a un comité que no ha sido creado 2 este despacho nunca ha 

emitido algún tipo de orden para que los señores Jasibe Rivera Orozco y Robinson Herrera 

Acosta visitaran al señor Iván Darío Gonzales Cañón y mucho menos para obtener información 

para la aplicación de un principio de oportunidad 3 el procedimiento para la aplicación del 

principio de oportunidad se encuentra previsto en la resolución número 0-4155 del 29 de 

diciembre del 2016 de la fiscalía general de la nación donde hace mención que el fiscal del caso 

es quien deberá surtir el trámite tanto incautar competencia del fiscal general de la nación y 

del vice fiscal general de la nación así como la aplicación directa y delegación especial (…)” con 

lo cual se entendía que no había orden para el señor ROBINSON HERRERA para que realizara 

la diligencia que efectuó el 26 de julio de 2017.  

 

En igual sentido, la investigadora Jessika Reyes quien en cumplimiento de órdenes a policía 

judicial para esta investigación mediante inspección judicial realizada a los procesos con 

radicados 110016000102201300153 y 110016000706201600618, encontró en el primero de 

ellos una orden a policía judicial para ROBINSON HERRERA ACOSTA con el fin de realizar un 

allanamiento en la cárcel la picota a una celda en específico la del señor Villa Zapata y de esa 

actividad estaba un acta de allanamiento y un informe. Respecto del segundo proceso, no se 

hallaron órdenes a policía judicial para los señores ROBINSON HERRERA y Jasibe Rivera, 

tampoco se encontró asignación alguna en el sistema SPOA para estos investigadores dentro 

de los procesos ya referidos.  

 

Respecto del mismo tema, el testigo de la defensa doctor Daniel Eduardo Cardona quien para 

la fecha de los hechos se desempeñaba como Fiscal Segundo Destacado ante el CTI y estuvo 

al frente de la investigación llevada en contra del no aforado Iván Darío González Cañón y 

afirmó que ROBINSON HERRERA ACOSTA no pertenecía a su grupo de investigadores y 

tampoco le extendió órdenes a policía judicial, por lo tanto, no tenía competencia para haber 
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recaudado información de parte del señor González Cañón, como quiera que tampoco tuvo 

conocimiento que algún otro fiscal o funcionario le hubiese dado orden alguna en ese sentido.  

 

A su turno el doctor Fabio Espitia Garzón a quien se escuchó como testigo de cargo de la 

fiscalía y dijo que para julio de 2017 fungía como Jefe de la Unidad de Fiscalías Delegadas ante 

la Corte Suprema de Justicia y conoció de estos hechos porque precisamente a finales de julio 

de 2017 o inicios de agosto de ese año ROBINSON HERRERA ACOSTA se acercó a su oficina 

para hacer le entrega de una documentación que estaba escrita a mano y de la cual decía que 

del Fiscal General, Néstor Humberto Martínez le había dado la instrucción de entregarle ese 

documento y trabajar con él, a lo cual le dijo que no le podía recibir la documentación de esa 

manera y que debía hacer un informe para que indicara con orden de quien y con que objeto 

se había recaudado esa información cuando recibió dicho informe le corrió traslado al fiscal 

que llevaba el caso de Iván Darío González.  

 

En cuanto a ese aspecto que tiene que ver con el informe que el doctor Fabio Espitia le solicitó, 

como lo dijera el mismo ROBINSON HERRERA ACOSTA en su declaración al igual que la señora 

Jasibe Rivera, en el mismo se indicó que habían actuado sin ninguna orden puesto que se 

trataba de un favor que estaban haciendo al señor González Cañón quien había elaborado ese 

documento manuscrito por su voluntad para lograr la aplicación de principio de oportunidad en 

su caso.  

 

Todo lo anterior para concluir que, en efecto, nunca existió una orden a policía judicial que 

pudiera legitimar lo actuado por ROBINSON HERRERA ACOSTA, por el contrario, lo que quiere 

decir esto es que abusó de las funciones con las que contaba para recaudar de manera ilícita 

una información que no tenía porque haber recolectado.  

 

Probado entonces el aspecto objetivo del tipo penal que hace referencia al verbo rector porque 

realizó una función pública en el marco del cargo que ostentaba como investigador de la Fiscalía 

General de la Nación diferente a la que legalmente le correspondía, toda vez que, nunca estuvo 

asignado como investigador dentro del caso seguido en contra del señor Iván Darío González 

Cañón ni mediaba orden alguna que le hubiera permitido recolectar la evidencia contenida en 

el escrito elaborado por el señor González Cañón se procede a analizar lo correspondiente al 

aspecto subjetivo del tipo penal de abuso de la función pública. 

 

De acuerdo con ello, el aspecto subjetivo tiene que ver con el conocimiento y comprensión que 

tenía ROBINSON HERRERA ACOSTA frente a su actuar que estaba por fuera de sus funciones, 

porque sabía que no estaba autorizado para recaudar información dentro de esa investigación 

en la que se veía inmerso el señor Iván Darío González Cañón, que aunque su exculpaciones 
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apunten a indicar que su actuar estaba en el plano del acompañamiento que realizó a la señora 

Jasibe Rivera ese 26 de julio de 2017 a la visita que realizó a este ciudadano, lo cierto es que 

de sus propias manifestaciones este Despacho puede deducir que sus acciones no se quedaron 

en un simple acompañamiento porque desde el inicio de su relato se destaca que tuvo toda la 

oportunidad de no realizar esta actividad, sin embargo, la ejecuta y participa de manera activa 

en esa diligencia.  

 

Frente a esto, dijo ROBINSON HERRERA en su declaración que la señora Jasibe Rivera le había 

pedido el favor de acercarla a su casa, ya que le quedaba de camino hacia donde se dirigía, 

que en el trayecto la señora Jasibe le solicita que cambie la ruta para que la lleve a otra parte, 

a lo que le dijo que si pero que la dejaba y seguía para hacer la diligencia que él tenía que 

efectuar ese día, sin embargo, manifiesta que llegó frente a la casa de Iván Darío González, 

que no sabía de quien se trataba en ese momento sino hasta minutos después que la señora 

Jasibe le dice que se baje del carro y que entre a la casa con ella, le presenta a esta persona 

y escucha que hablan de todo lo que él sabía, de la información con la que contaba para 

colaborar con la fiscalía y tramitar un principio de oportunidad, entonces se pregunta esta Sede 

Judicial por qué si había dicho que seguiría su camino, decidió quedarse y estar presente en 

esa actuación.  

 

También es de interrogarse esta Judicatura las razones por las cuales ROBINSON HERRERA 

permitió que presuntamente Jasibe Rivera lo involucrara en esa diligencia que no contaba con 

orden alguna, que razón tenía el aquí sentenciado para colaborar con esa actuación y así 

indicarle al ciudadano cómo elaborar el escrito, dirigirlo al Fiscal General, hacer indicación de 

firmarlo en todas las hojas, colocarle huella, decirle que lo escribiera en primera persona para 

que diera la apariencia de manifestaciones voluntarias y no contento con ello se prestara para 

llevar el documento ante el Fiscal General de la Nación, ninguno de estos actos se puede indicar 

que eran por acompañar a la señora Jasibe Rivera porque de sus propios relatos se reitera, se 

desprende su participación activa en esa diligencia y todo lo ocurrido posterior a ella, como lo 

fue la insistencia para que el Fiscal General lo atendiera y poderle entregar ese documento, 

pues de lo que narró se entiende que fue él quien realizó la acción, debido a que, cuando dice 

ingresa con Jasibe Rivera a la oficina del Fiscal General es Jasibe quien entrega el documento 

al señor Fiscal pero entonces por qué las instrucciones siguientes se las dio a él y no a ella, por 

qué después de esto indica estar hablando con el fiscal Jefe de la Unidad de Fiscalías Delegada 

ante la Corte Fabio Espitia y comentándole que había hecho esa diligencia, al igual que le 

comentó la misma actividad al fiscal del caso Daniel Cardona.  

 

En apoyo de lo dicho, vale la pena recordar las conversaciones que se escucharon en juicio 

oral y que se obtuvieron como resultado de las interceptaciones realizadas a los abonados de 
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Jasibe Rivera y ROBINSON HERRERA, en las cuales se daba a entender que en efecto estas 

dos personas habían estado en la casa de Iván Darío González y habían obtenido de este un 

documento el cual trataron de entregar al Fiscal General de la Nación, se notaba el enojo de 

la señora Jasibe Rivera por cuanto indicaba que no era abogada ni sabía cómo se adelantaba 

una diligencia para principio de oportunidad que se había dejado llevar por ROBINSON porque 

él si era abogado y tenía mucha experiencia como investigador, pero ahora con esa actividad 

en lugar de hacer un bien se había convertido en un problema que hasta una investigación 

disciplinaria podía afrontar.  

 

Con todo, el señor ROBINSON HERRERA ACOSTA tuvo todas las posibilidades para evitar caer 

en una actuación como en la que participó, sin embargo, aún sabiendo lo ilícito de su actuar 

optó por obrar de manera contraria a la ley, esto es cometió una conducta de manera dolosa 

conociendo que su actuar desbordaba sus funciones y había realizado una actuación para la 

cual no tenía competencia. Esto se ratifica a su vez cuando el señor ROBINSON HERRERA 

ACOSTA decide efectivamente elaborar el informe que le es solicitado ante la molestia cuando 

pretende entregar este documento de estar seguro que esta situación no tenía ninguna 

irregularidad y era ajustada a legalidad pues no tendría por qué haber suscrito un informe de 

esa condición, sino buscar entregar el documento como lo pretendía en su momento. 

 

En lo que tiene que ver con las alegaciones presentadas por la defensa referentes a la posible 

falta de competencia del Fiscal Segundo Delegado ante el CTI para haber adelantado la 

investigación en contra de ROBINSON HERRERA ACOSTA, como bien lo explicara el doctor 

Daniel Eduardo Cardona, al ser el investigador que adelantaba las actuaciones en contra de los 

funcionarios no aforados en el caso de corrupción que se vio involucrado el señor Iván Darío 

González Cañón, se encontraba habilitado para conocer de cualquier investigación que derivara 

de esta, por lo tanto, no encuentra fundamento alguno que desvirtúe lo actuado por la fiscalía.  

 

Igual ocurre con los asertos efectuados por la representación defensiva en cuanto a que la 

fiscalía no logró probar que su representado hubiese cometido la conducta contraria a la ley 

que se le enrostra, toda vez que el Despacho realizó el análisis y ponderación correspondiente 

que da como resultado la condena que aquí se impone, pues no basta afirmar que el acusado 

obró de acuerdo a sus funciones como policía judicial y ante el deber de recaudar elementos 

materiales probatorios y evidencia física porque lo que se reprocha en este caso es que lo 

hubiera hecho sin que mediara un orden para ello, es decir, obró sin estar autorizado, sin tener 

competencia sin instrucción que le permitiera realizar esta clase de acto y que sumado a ello 

sabía de la ilicitud de esa diligencia que ejecutó y aún así quiso su realización.  
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La defensa también hizo énfasis en inconsistencias que según su juicio se apreciaban del 

testimonio de la señora Jasibe Rivera, cuando menciona que había dicho no conocer a Iván 

Darío, German y Diego, en juicio dijo que sí los conocía, al igual que había indicado que tanto 

ella como Viridiana Montes y ROBINSON HERRERA habían acordado con anterioridad realizar 

esta diligencia lo cual no era cierto.   

 

A ese respecto, el Despacho tiene por decir que lo recaudado en juico y la decisión que toma 

este Juzgado no se basa exclusivamente en el testimonio que rindiera la señora Jasibe Rivera 

Orozco, aunque si tiene concordancia con lo indicado por otras testimoniales escuchadas, en 

cuanto al conocimiento y relación que tenía Jasibe con los arriba mencionados, eran 

compañeros de trabajo; respecto de la conversación que se refiere fue antes de la visita 

realizada al señor Iván Darío González Cañón, se tiene que sin importar los motivos que 

pudieron originar dicha visita, lo cierto es que quedó demostrado que la misma se realizó y 

que ella participó ROBINSON HERRERA, resulta entonces de escasa relevancia en el plano 

probatorio si previo a ello habían hablado del asunto porque lo cierto es que se halla un 

resultado de una actividad desplegada por fuera de las funciones.  

 

Conforme a lo analizado en precedencia, de la ocurrencia de los hechos se desprende la 

responsabilidad del acusado, como quiera que es un hecho cierto y probado que fue ROBINSON 

HERRERA ACOSTA, la persona que estuvo el 26 de julio de 2017 en la casa del señor Iván 

Darío González Cañón y recaudó información sin contar con una orden a policía judicial.  

 

También es claro para la judicatura que, el señor ROBINSON HERRERA ACOSTA, vulneró el 

bien jurídico de la correcta administración y función pública, y por ende su comportamiento 

fue antijurídico. Pues lo reprochable de este caso es que el acusado siendo adulto capaz de 

comprender su actuar, decidió cometer la conducta ilícita, abusando de sus funciones como 

servidor público.  

 

De suerte que, de las pruebas presentadas y debatidas en juicio y de su respectiva ponderación, 

esto es, que los testimonios de cargo de la Fiscalía resultaron suficientes para de ellos inferir 

la comisión del delito y la responsabilidad del señor ROBINSON HERRERA ACOSTA a título de 

dolo como autor del delito de Abuso de función pública, por cuanto en manera alguna el 

acusado o su defensa alegaron o probaron alguna causal eximente de responsabilidad penal.  

 

Por ello entonces reunidos los presupuestos del artículo 381 del C. Procedimiento Penal, como 

exigencias para condenar al señor ROBINSON HERRERA ACOSTA en estos hechos, el 

conocimiento al que ha arribado esta Sede Judicial más allá de toda duda sobre la materialidad 

del punible y sobre la responsabilidad.  
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9. DETERMINACIÓN DE LA PUNIBILIDAD: 

 

Procede el Despacho a dosificar la pena observando lo previsto en los artículos 60 y 61 del 

Código Penal. Conforme lo descrito en el artículo 31 ibídem se procederá a establecer el marco 

punitivo para la conducta ilícita de Abuso de función pública descrita en el artículo 428 

contempla pena de prisión de 16 a 36 meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y 

funciones públicas por 80 meses, los que al ser sometidos al sistema de cuartos de movilidad 

se concretan de la siguiente manera:  

 

Cuarto Mínimo Primer Cuarto medio Segundo Cuarto Medio Cuarto Máximo 

16 a 21 meses 21 a 26 meses 26 a 31 meses 31 a 36 meses 

Siguiendo los lineamientos previstos en el artículo 61 del C. Penal, comoquiera que en este 

caso no fueron enrostradas circunstancias de mayor punibilidad y se le reconoce una de menor 

punibilidad como es la carencia de antecedentes, el Despacho considera proporcional y 

razonable imponer al aquí sentenciado la pena mínima dentro del cuartó mínimo, esto es, 

DIECISÉIS (16) MESES DE PRISIÓN y OCHENTA (80) MESES POR INHABILITACIÓN PARA EL 

EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS, como autor penalmente responsable del 

delito de Abuso de función pública descrito en el artículo 428 del Código Penal.  

 

10. MECANISMOS SUSTITUTIVOS DE LA PENA 

 

Indica el artículo 63 de la codificación penal que para suspender la ejecución de la pena se 

deberá contar con la concurrencia de los siguientes requisitos: 

 

1. Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de cuatro (4) años. 

2. Si la persona condenada carece de antecedentes penales y no se trata de uno de los delitos 

contenidos el inciso 2o del artículo 68 A de la Ley 599 de 2000, el juez de conocimiento concederá 

la medida con base solamente en el requisito objetivo señalado en el numeral 1 de este artículo. 

3. Si la persona condenada tiene antecedentes penales por delito doloso dentro de los cinco (5) 

años anteriores, el juez podrá conceder la medida cuando los antecedentes personales, sociales 

y familiares del sentenciado sean indicativos de que no existe necesidad de ejecución de la pena. 

 

En esas condiciones, debe indicar esta Sede Judicial que, en el caso concreto no se cumplen 

los requisitos para la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena como 

tampoco de la prisión domiciliaria como sustitutiva de la pena de prisión, con ocasión a que la 

conducta punible por la que se procede en esta sentencia es una de las atentatorias contra el 

bien jurídico de la administración pública que tiene expresa prohibición en el inciso 2° del 
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artículo 68 A del Código Penal de la concesión de cualquier mecanismo sustitutivo de la pena 

privativa de la libertad. 

 

En esas condiciones el señor ROBINSON HERRERA ACOSTA deberá cumplir la pena impuesta 

en esta sentencia en el establecimiento carcelario que para dichos efectos disponga el INPEC, 

con ocasión de ello, deberá el Centro de Servicios Judiciales librar la correspondiente orden de 

captura en contra de este ciudadano, una vez cobre firmeza y ejecutoria la correspondiente 

sentencia.   

 

 

 

 

11. DE LA PUBLICIDAD: 

 

Ejecutoriada esta sentencia, por el Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio 

se comunicará a las autoridades referidas en el artículo 166 del Código de Procedimiento Penal, 

lo decidido en esta sentencia, con el fin de realizar la actualización de los registros existentes 

en las bases de datos que se lleven, respecto de ROBINSON HERRERA ACOSTA con ocasión 

de su vinculación a la presente actuación. 

 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARENTA Y DOS PENAL DEL CIRCUITO CON 

FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE BOGOTÁ D.C., administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

 

 R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: CONDENAR a ROBINSON HERRERA ACOSTA, identificado con C.C. 

79.660.098 de Bogotá, a la pena principal de dieciséis (16) meses de prisión y ochenta 

(80) meses por Inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas en 

su condición de autor penalmente responsable de la conducta punible de Abuso de función 

pública contenido en el artículo 428 del Código Penal.  

 

SEGUNDO: NEGAR a ROBINSON HERRERA ACOSTA los mecanismos sustitutivos de la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria por expresa 

prohibición contenida en el artículo 68 A del Código Penal. Por tanto, deberá cumplir la pena 

impuesta en esta sentencia en el establecimiento carcelario que para dichos efectos disponga 
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el INPEC. Como consecuencia de ello una vez cobre firmeza y ejecutoria esta sentencia, el 

Centro de Servicios Judiciales librará la correspondiente orden de captura para que se de 

cumplimiento a lo aquí ordenado.  

 

TERCERO: ADVERTIR que contra esta sentencia procede el recurso de apelación, cuya 

oportunidad para interponerlo oralmente es en esta audiencia y su sustentación podrá ser en 

esta misma diligencia o por escrito dentro de los 5 días siguientes, posteriores a esta diligencia, 

de conformidad a lo establecido en el artículo 179 Código de Procedimiento Penal. 

 

CUARTO: Una vez ejecutoriada esta sentencia, se dará cumplimiento a lo dispuesto en el 

artículo 166 del Código de Procedimiento Penal y en firme se remitirán las diligencias ante los 

Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para los fines propios de su competencia.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

NURI YANET LOZANO CUBILLOS 

JUEZ 

 

 
 
 

 


